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“Es en la crisis donde nace la inventiva,
 los descubrimientos y las grandes estrategias” 

… Albert Einstein.
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Ante la crisis económica derivada de la pandemia por el COVID-19 las empresas deben explorar nuevas formas de 
comercializar sus mercancías, deben buscar ser más eficientes, maximizar los recursos, aprovechar sinergias, reducir 
costos y también reducir cargas impositivas, todo dentro del marco legal y la ética.

Cuando hablamos de la apertura comercial y de comercio internacional pensamos invariablemente en importaciones y 
exportaciones, las cuales detonan una serie de obligaciones fiscales entre ellas la causación del Impuesto al Valor Agregado 
(IVA); sin embargo, no todas las transacciones internacionales de mercancías son importaciones y exportaciones para 
efectos de la legislación mexicana y por lo tanto no deben de ser tratadas como tales. 

Existen operaciones internacionales en donde las empresas mexicanas poco incursionan; me refiero al hecho de colocar 
mercancías extranjeras también en el extranjero, pero en un país distinto; empresas que tienen sus proveedores extranjeros 
que les surten mercancías para el mercado mexicano y que bien pudieran colocarlo en otros países sin necesidad en un 
principio de establecerse en esos otros países.1 

Analicemos una operación en donde una persona física o moral realiza una compra de mercancías en el extranjero, pero 
solicita a su proveedor que la mercancía sea entregada a su cliente también en el extranjero, es decir realiza la venta 
también en el extranjero sin que la mercancía nunca se encuentre en territorio nacional.

En primer lugar, habrá que tener en cuenta que la Ley del Impuesto al Valor Agregado (LIVA) señala a los sujetos obligados 
de este impuesto: 

“Artículo 1o.-Están obligadas al pago del impuesto al valor agregado establecido en esta Ley, las 
personas físicas y las morales que, en territorio nacional, realicen los actos o actividades 
siguientes:

I.	 Enajenen bienes.
II.	Presten servicios independientes.
III.	Otorguen el uso o goce temporal de bienes.
IV.	Importen bienes o servicios
……..”

  1 Es importante también revisar la legislación fiscal en esos países y analizar si se pudieran crear obligaciones por esa transacción.
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En segundo lugar, debemos tener en cuenta lo que señala el artículo 29 de la LIVA  respecto de la enajenación de bienes 
exportados:

“Artículo 29.-Las empresas residentes en el país calcularán el impuesto aplicando la tasa del 0% 
al valor de la enajenación de bienes o prestación de servicios, cuando unos u otros se exporten. 

Para los efectos de esta Ley, se considera exportación de bienes o servicios:

I.	 La que tenga el carácter de definitiva en los términos de la Ley Aduanera.
II.	La enajenación de bienes intangibles realizada por persona residente en el país a quien 
resida en el extranjero.
III.	…….”

Al respecto la Ley Aduanera en su artículo 102 señala:

“Artículo 102. El régimen de exportación definitiva consiste en la salida de mercancías del 
territorio nacional para permanecer en el extranjero por tiempo ilimitado.”

En tercer lugar, por importación la misma LIVA nos señala:

“Artículo 24.-Para los efectos de esta Ley, se considera importación de bienes o de servicios:
I.	 La introducción al país de bienes. 
….”

Teniendo presente por un lado quiénes son los sujetos del IVA, así como los actos o actividades que grava la LIVA, vemos 
que en la operación de compra venta planteada al inicio del presente, si bien existe una compra a un extranjero, ésta no 
se introduce a territorio nacional por lo que no estamos ante una importación; por otra parte, respecto de la enajenación, 
ésta no se lleva a cabo en territorio nacional y por lo mismo tampoco existe exportación dado que la mercancía no sale de 
territorio nacional; por lo tanto la compra y la venta de mercancía en el extranjero con entrega también en el extranjero es 
un acto o actividad NO objeto de la ley del IVA.

Sin embargo, no debemos perder de vista que existe una excepción señalada en el artículo 10 de la misma LIVA:

“Artículo 10.-Para los efectos de esta Ley, se entiende que la enajenación se efectúa en territorio 
nacional, si en él se encuentra el bien al efectuarse el envío al adquirente y cuando, no habiendo 
envío, en el país se realiza la entrega material del bien por el enajenante.  La enajenación de 
bienes sujetos a matrícula o registros mexicanos, se considerará realizada en territorio 
nacional aun cuando al llevarse a cabo se encuentren materialmente fuera de dicho 
territorio y siempre que el enajenante sea residente en México o establecimiento en el 
país de residentes en el extranjero.
 
Tratándose de bienes intangibles se considera que la enajenación se realiza en territorio 
nacional cuando el adquirente y el enajenante residan en el mismo”

Destacan dos puntos de este artículo:
1.	 El señalamiento de “bienes sujetos a matrícula o registros mexicanos”, existen dos casos muy evidentes, y se refieren a 

las aeronaves que conforme a la Ley de Aviación Civil2 y las embarcaciones o artefactos navales conforme a la Ley de 

2  Artículos 44 y 45 de la Ley de Aviación Civil.
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Navegación y Comercio Marítimos3 deben contar registro y matrícula mexicanos. En otro tipo de bienes es importante 
analizar si el bien enajenado en el extranjero está sujeto a algún tipo de matrícula o registro mexicano. Al respecto 
existe la siguiente tesis que habrá que tener en cuenta:

Registro Digital: 172855
Localización:  [TA]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXV, Marzo de 2007; Pág. 712
Número de tesis: 2a. VIII/2007
Rubro (Título/Subtítulo): VALOR AGREGADO. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 10, PÁRRAFO PRIMERO, 
PARTE SEGUNDA, DE LA LEY RELATIVA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN EL AÑO DOS MIL).

Texto: Dicho precepto contiene una presunción legal en el sentido de que se debe considerar realizada en territorio 
nacional la enajenación de bienes que se encuentren en el extranjero cuando éstos se encuentren “sujetos a 
matrícula o registros mexicanos” y siempre que dicha transacción sea realizada por residentes en México o 
con establecimientos en el país de residentes en el extranjero. La interpretación constitucionalmente asumible 
de dicho artículo consiste en que la enajenación de bienes sujetos a matrícula o registros mexicanos, que se 
encuentran fuera de territorio nacional, es una actividad gravada y forma parte del objeto de la Ley del Impuesto 
al Valor Agregado, siempre que: 1) la enajenación sea efectuada por residentes en México o establecimientos en 
el país de residentes en el extranjero; y 2) existan bases objetivas y razonables para establecer que los bienes 
respectivos requieren matrícula y registro mexicano, por la naturaleza del objeto de los contratos de transmisión 
de propiedad respectivos u otra circunstancia acreditada y suficiente a esos efectos.

2.	 Parece transgredir el principio de territorialidad al extender los límites del territorio nacional, considerando que la 
enajenación se realiza en el país a pesar de que el bien se encuentre físicamente fuera de éste, claro siempre que el 
enajenante sea un residente en México o bien se exista un establecimiento en el país de residentes en el extranjero, 
sin embargo, existe la siguiente tesis:

Registro Digital: 172860
Localización:  [TA]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXV, Marzo de 2007; Pág. 712
Número de tesis: 2a. IX/2007
Rubro (Título/Subtítulo): VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 10, PÁRRAFO PRIMERO, PARTE SEGUNDA, DE 
LA LEY RELATIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE TERRITORIALIDAD DE LA LEY (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 
EL AÑO DOS MIL).

Texto: Dicho precepto no transgrede el principio de territorialidad de la ley, ya que el legislador ha establecido 
criterios de imposición tributaria vinculados de una manera objetiva y razonable con actos o relaciones 
económicas que producen efectos en territorio nacional. Esto es así, puesto que el supuesto normativo en el 
sentido de que la enajenación de bienes se produce dentro del territorio tratándose de bienes sujetos a matrícula 
o registros mexicanos que se encuentran fuera de él, está sustentada y ligada a condiciones basadas en criterios 
estrechamente vinculados a la jurisdicción del Estado a saber: 1) que la enajenación sea efectuada por residentes 
en México o con establecimientos en el país de residentes en el extranjero (criterio subjetivo, en relación con el 
enajenante); y 2) que existan bases objetivas y razonables para establecer que los bienes respectivos requieren 
registro y matrícula conforme a la legislación nacional aplicable, por la naturaleza de los contratos de transmisión 
de propiedad respectivos u otra circunstancia acreditada y suficiente a esos efectos (criterio objetivo, en relación 
con el bien enajenado).
Precedentes: Amparo directo en revisión 1936/2005. Eurocopter de México, S.A. de C.V. 7 de febrero de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fernando Silva García.

3 Artículos 10 y 11 de la Ley de Navegación y Comercio Marítimos.
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Conclusión: 

En un escenario de crisis y de contracción económica, las empresas mexicanas para subsistir deben ampliar sus mercados 
y utilizar su actual cadena de suministro para llegar a nuevos mercados, incluso internacionales. Es evidente que lo que 
está sucediendo con la crisis sanitaria no lo habíamos vivido las generaciones actuales, también es evidente el inicio de 
una crisis económica que traerá sin duda nuevas formas de hacer las cosas, entre todo ello saldrán nuevos productos y 
nuevas formas de comercializar, por ende también habrá de adecuarse la legislación fiscal. Pero mientras ello sucede 
debemos aprovechar lo ya existente en la legislación fiscal actual y aplicarla adecuadamente para evitar cargas impositivas 
que no procedan.



Autor:
CPC César Gámez Rodríguez

COVID,
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INTRODUCCIÓN
A manera de introducción, hay que tener presente que el pasado 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) categorizó el virus COVID-19 como pandemia.t La OMS conceptualiza como Pandemia a: la “propagación mundial” 
de una nueva enfermedad.2

Derivado de lo anterior, en el caso de México, el 23 de marzo de 2020 se publicó en la edición vespertina del Diario 
Oficial de la Federación (DOF) el Acuerdo del Consejo de Salubridad General, mediante el cual se reconoce a la epidemia 
de enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), como una enfermedad grave de atención prioritaria, así como se 
establecen las actividades de preparación y respuesta ante dicha epidemia.3

Posteriormente, se hicieron varias publicaciones en el DOF, dentro de ellas, la correspondiente al 31 de marzo de 2020, 
mediante la cual se emitió el Acuerdo mediante el cual se establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia 
sanitaria generada por el virus SARS-CoV24, destacando la suspensión inmediata por el periodo del 30 de marzo al 30 de 
abril de 2020, de las actividades no esenciales; y permitiendo solamente la continuidad de las actividades consideradas 
como esenciales.

La citada suspensión, fue extendida hasta el 30 de mayo de 2020, mediante la publicación en el DOF del 21 de abril 
de 2020, del Acuerdo por el que se modifica el publicado el 30 de marzo de 2020 y por el que se establecen acciones 
extraordinarias para atender la emergencia sanitaria.5 

En este sentido, la suspensión de ciertas actividades no esenciales y la continuidad de las que sí se consideran esenciales, 
ha generado una problemática económica más que evidente en el país, por lo que la expectativa era el otorgamiento de 
beneficios fiscales para que las empresas pudieran hacer frente a esta situación apremiante, lo cual desafortunadamente 
no ha sucedido. Sin embargo, las disposiciones fiscales vigentes prevén algunos aspectos u opciones que pudieran ser 
utilizadas por las empresas para hacer frente a una situación económica adversa.

1 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (2020). Recuperado de: https://www.who.int/es/dg/speeches/detail/who-director-general-s-opening-remarks-at-the-media-briefing-on-covid-19---11-march-2020 
2 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD (2020). Recuperado de: https://www.who.int/csr/disease/swineflu/frequently_asked_questions/pandemic/es/
3 CONSEJO DE SALUBRIDAD GENERAL (2020). Recuperado de:  https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5590161&fecha=23/03/2020
4 CONSEJO DE SALUBRIDAD GENERAL (2020). Recuperado de:  https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5590914&fecha=31/03/2020
5 CONSEJO DE SALUBRIDAD GENERAL (2020). Recuperado de:  https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5592067&fecha=21/04/2020
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OPCIONES FISCALES PARA LAS EMPRESAS
Considerando lo señalado en la parte introductoria del presente, a continuación se mencionan varias opciones disponibles 
en las disposiciones fiscales vigentes, las cuales pueden ser utilizadas por las empresas:

a) Autorización para la disminución de pagos provisionales del ejercicio 2020,
b) Diferimiento de ingresos,
c) Ajuste en las transacciones entre partes relacionadas,
d) Deducción de inversiones por dejar de ser útiles para la obtención de ingresos, 
e) Deducción de automóviles eléctricos o híbridos,
f) Deducción de cuentas incobrables por una notoria imposibilidad práctica de cobro, 
g) Deducción de provisión de gratificaciones anuales para los empleados, 
h) Deducción de penas convencionales derivado de caso fortuito o de fuerza mayor, 
i) Migración de negocios a jurisdicciones con tasas impositivas más competitivas, y
j) Consolidación de resultados fiscales derivados de establecimientos permanentes ubicados en el extranjero.

Autorización para la disminución de pagos provisionales del ejercicio 2020
Conviene recordar que de conformidad con lo señalado en el artículo 14 de la Ley del ISR y el artículo 14 de su Reglamento, 
es posible que los contribuyentes soliciten ante las autoridades fiscales la disminución de sus pagos provisionales a partir 
del segundo semestre del ejercicio 2020 (junio a diciembre), la cual podría conllevar a no desembolsar cantidad alguna por 
dicho periodo. 

A este respecto, hay que considerar que los contribuyentes deben proporcionar la información proyectada mediante la 
cual se demuestre la disminución significativa en su coeficiente de utilidad, que permita a la autoridad fiscal autorizar esta 
disminución. Asimismo, tomar en cuenta de que, en su caso, se deberán cubrir los recargos correspondientes, si es que la 
estimación del contribuyente hubiera sido errónea. 

Diferimiento de ingresos
De igual manera, es importante tener presente que la Ley del ISR prevé supuestos en los cuales la acumulación de los 
ingresos puede diferirse, como son el caso de las operaciones realizadas mediante contratos de arrendamiento financiero, 
las cuales de conformidad con lo señalado en el artículo 17 fracción III, permite que el ingreso obtenido se reconozca hasta 
la fecha de exigibilidad pactada entre las partes.

Otro supuesto es el caso de la acumulación de intereses moratorios, los cuales a partir del cuarto mes, se considerarán 
hasta que sean efectivamente cobrados, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 fracción IX. Desafortunadamente, 
es posible que por la situación económica, las empresas experimenten pagos tardíos de sus clientes y esto genere el cargo 
de intereses moratorios.

Ajuste en las transacciones entre partes relacionadas
Asimismo, considerando la situación atípica que mundialmente se va a presentar en los próximos meses, es muy probable 
que las métricas y comparables en materia de precios de transferencia varíen con relación a las que tradicionalmente se 
utilizaron en años pasados para valuar transacciones entre partes relacionadas por operaciones recurrentes, como pueden 
ser los servicios intragrupos (v.gr. servicios de personal, asistencia técnica, etc.); por lo que será importante considerar 
esta situación para realizar las modificaciones en materia de ingresos y deducciones correspondientes, considerando la 
normatividad aplicable (artículos 179 y 180 de la Ley del ISR, las guías de precios de transferencia emitidas por la OCDE, 
etc.).

Deducción de inversiones por dejar de ser útiles para la obtención de ingresos
Es probable que derivado de la disminución de operaciones por la desaceleración económica, conlleve que algunos de los 
activos fijos de las compañías dejen de ser útiles para obtener ingresos, por lo que de conformidad con lo señalado en el 
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artículo 31 de la Ley del ISR, es posible deducir en el ejercicio la totalidad del saldo pendiente de deducir (depreciar) de 
dichos activos.

Deducción de automóviles eléctricos o híbridos
Tomar en cuenta que desde el ejercicio de 2017, en el caso de inversiones en automóviles eléctricos o híbridos el límite de 
la deducción es de $250,000; en lugar del importe tradicional de $ 175,000.

Deducción de cuentas incobrables por una notoria imposibilidad práctica de cobro
Ante lo previamente señalado de que estaremos ante una situación económica complicada, es muy probable que las 
empresas comiencen a incrementar su cuentas incobrables, por lo que en este caso la situación del COVID-19 sería una 
justificación valida para demostrar una imposibilidad práctica de cobro, en atención a que el listado previsto en el segundo 
párrafo de la fracción XV del artículo 27 de la Ley del ISR, es enunciativo y no limitativo, considerando que textualmente 
hace referencia “entre otros casos”, por lo que esta situación catalogada como “emergencia sanitaria por causa de fuerza 
mayor” válidamente podría considerarse.

Deducción de provisión de gratificaciones anuales para los empleados
A este respecto, considerar que en términos generales las provisiones contables son erogaciones no deducibles de 
conformidad con lo dispuesto en la fracción VIII del artículo 28 de la Ley del ISR; sin embargo, la misma disposición habilita 
la posibilidad de deducir las provisiones que correspondan a gratificaciones en beneficio de los trabajadores, por lo que 
esta sería una alternativa a considerar para anticipar la deducción de estas erogaciones que se pagarían posteriormente 
a los trabajadores.

Deducción de penas convencionales derivado de caso fortuito o de fuerza mayor
Así como el caso anterior, en el supuesto de erogaciones por el pago de penas convencionales derivadas del incumplimiento 
de obligaciones contractuales son consideradas no deducibles; sin embargo, la propia fracción VI del artículo 28 de la Ley 
del ISR permite su deducción cuando dicho incumplimiento sea provocado por causas de caso fortuito o fuerza mayor, 
como sería el caso del COVID-19. 

Migración de negocios a jurisdicciones con tasas impositivas más competitivas
Este es uno de los aspectos que pueden considerarse en el caso de compañías que tengan operaciones fuera de México o 
que esten evaluando esta posibilidad, toda vez que pueden explorar diversas jurisdicciones que les permitan utilizar tasas 
impositivas más competitivas que la mexicana (30%), como sería el caso de EE.UU. que actualmente cuenta con una tasa 
corporativa del 21%, y que en algunos casos podría ser del 13.125%.

Consolidación de resultados fiscales derivados de establecimientos permanentes ubicados en el extranjero
De igual manera, en el ámbito internacional, las empresas mexicanas que cuenten con establecimientos permanentes en 
el extranjero deben considerar los ingresos y erogaciones realizados por los mismos, con la finalidad de determinar una 
base fiscal consolidada en México, en atención a nuestro sistema fiscal de renta mundial, por lo que será importante revisar 
las deducciones vinculadas con dichos establecimientos permanentes en el extranjero para verificar el cumplimiento de los 
requisitos para su procedencia en nuestro país.

PROPUESTA DE ACCIONES PARA EL GOBIERNO FEDERAL
Una vez comentadas las opciones previstas en las disposiciones fiscales vigentes, ahora resulta importante mencionar 
algunos aspectos que deberían ser considerados por el Gobierno Federal, en el sentido de otorgar facilidades o beneficios 
fiscales para que las empresas puedan reactivar sus operaciones de la manera más eficiente posible:

a) Otorgar prórrogas para efectuar los pagos provisionales del ISR, considerando una tasa de recargos benéfica o sin 
la obligación de pagar dichos accesorios.
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b) Otorgar incentivos en materia de deducción inmediata de activos fijos nuevos, como ocurrió en el año 2009 cuando 
se vivió la situación sanitaria de la influenza.

c) Mejorar los tiempos en las devoluciones de saldos a favor de IVA; principalmente a sectores más afectados. A 
este respecto, la Procuraduría de la defensa del contribuyente (Prodecon) recientemente emitió el boletín 007/2020 
mediante el cuál sugirió a las autoridades fiscales implementar una facilidad para que los contribuyentes cumplidos se 
les permita recuperar sus saldos a favor de IVA en un plazo máximo de 15 días hábiles; esperemos que esta medida 
sea considerada.

d) Diferir la entrada en vigor de la limitante en la deducción de intereses del 30% sobre la utilidad. Sin lugar a duda, 
la situación económica provocará que las empresas requieran de préstamos bancarios o financiamiento de otras 
empresas, por lo que esta nueva limitante les afectaría de manera importante con la deducción de los intereses 
correspondientes, considerando que es una limitante que aplica a cualquier tipo de financiamiento. 

e) Emitir reglas que aclaren el tratamiento de la no deducción de pagos a Régimenes fiscales preferentes (REFIPRES). 
Ciertamente esta es una de las medidas más confusas de la reforma fiscal aprobada para el ejercicio 2020, por lo 
que sería conveniente que las autoridades fiscales emitan aclaraciones al respecto, así como facilidades en cuanto 
a considerar una tasa impositiva mayor al 22.5%, considerando que el promedio de la tasa impositiva de los países 
miembros de la OCDE es del 23.59%6, por lo que su tasa efectiva en muchos casos será inferior al 22.5% en comento.

OTROS ASPECTOS QUE CONSIDERAR
Finalmente, es importante tener presente los siguientes aspectos que se encuentran directamente relacionados con la 
situación del COVID-19:

a) Celebrar convenios laborales por la modificación en las condiciones de trabajo (sueldos, jornada, home office, etc.,),
b) Prórroga en materia del pago de las cuotas del IMSS; aunque realmente no representa un beneficio económico, 
derivado del alto costo financiero. (actualización y recargos a tasas mensuales del 1.26% hasta el 1.82%),
c) Prórroga en el pago de las cuotas al INFONAVIT (segundo y tercer bimestre), cuyo costo financiero es moderado 
del 0.01% de recargos más la actualización correspondiente. Sin embargo, existe una problemática de cálculo, al ser 
solamente aplicable por los trabajadores que no cuenten con créditos hipotecarios. 
d) Tener cuidados especiales en materia de ciberseguridad; puesto que se han reportado varias empresas que han sido 
hackeadas, por la vulnerabilidad de las redes domésticas que utilizan sus trabajadores laborando desde sus hogares.
e) El comercio electrónico es una alternativa muy interesante para que los negocios que se dedican a actividades no 
esenciales sigan operando, por lo que es importante revisar el tratamiento correspondiente en materia de ISR e IVA; 
principalmente derivado de las nuevas medidas fiscales aplicables a partir del 1 de junio del presente año.
f) Finalmente, resulta importante revisar los diversos incentivos que se han otorgado al nivel de impuestos estatales; 
como son los correspondientes al impuesto sobre nómina.

COMENTARIOS FINALES
Como podemos observar, derivado de la situación económica que se avecina como resultado de los efectos del COVID-19, 
las opciones fiscales previstas en las disposiciones vigentes pueden resultar importantes para hacer frente a la misma. 

Asimismo, será importante estar al pendiente en los próximos meses de las medidas que pudieran ser aprobadas por el 
Gobierno Federal, en atención a esta situación, principalmente en materia de agilizar los plazos para las devoluciones de 
saldos a favor de IVA y el diferimiento de la entrada en vigor de varias de las modificaciones derivadas de las reformas 
fiscales para el ejercicio 2020, como es el caso de la limitante en la deducción de intereses. 

6  https://www.eleconomista.com.mx/economia/Tasa-corporativa-mexicana-de-30-se-ubica-por-arriba-del-promedio-mundial-20191212-0077.html 
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Finalmente, de igual manera es necesario cuidar otros aspectos que ya son aplicables a la situación actual y dentro de los 
cuales hay temas distintos a los fiscales, pero que podrían tener un impacto negativo significativo, como es el caso de los 
ciberataques.
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ANTECEDENTES
Si bien es cierto, ha quedado claro que tanto el Gobierno Federal, Estatal y Municipal, así como los entes gobernados, 
hablando específicamente de las MIPYMES, PYMES, empresas medianas y grandes corporaciones, no están preparados 
para hacer frente a contingencias y emergencias sanitarias como la que afecta en la actualidad originada por el virus SARS-
CoV2 (COVID-19) y que derivado de ello originan crisis en sectores vulnerables, por ejemplo: el sector salud, financiero, 
comercial, entre otras. Es por ello que me permito citar, a manera de recordatorio, una de las obligaciones corporativas 
establecida en la Ley General de Sociedades Mercantiles (LGSM) como lo es la “Creación del Fondo de Reserva Legal”.

LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES
Recordemos que la LGSM en su artículo 20 establece lo siguiente:

Artículo 20.- Salvo por la sociedad por acciones simplificada, de las utilidades netas de toda 
sociedad, deberá separarse anualmente el cinco por ciento, como mínimo, para formar el fondo 
de reserva, hasta que importe la quinta parte del capital social. 

El fondo de reserva deberá ser reconstituido de la misma manera cuando disminuya por 
cualquier motivo. 

Resulta claro señalar que es obligación de cualquier sociedad mercantil separar un 5% de las utilidades netas de manera 
anual hasta llegar a un 20% del capital social, posteriormente en caso de efectuar alguna disminución, la obligación de 
restituirlo.

La forma de calcular el fondo es de la siguiente manera:

Aún y que no se establece cuál es su aplicación y/o destino, es claro resaltar que puede ser utilizado para hacer frente a 
todo tipo de obligaciones empresariales en situaciones que ameriten un caso fortuito o causa de fuerza mayor. No obstante, 
además de crear el fondo de reserva legal, se lleva consigo la obligación de elaborar alternativas que vayan acorde a la 
empresa en la que se señalen los mecanismos por medio del cual el empresario hará frente a cualquier contingencia en 
virtud que:
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•	 Aun y que hay un precepto legal que establece una opción “discrecional” por parte del Gobierno Federal de apoyar 
al gobernado, no se observó ninguna medida suficiente en apoyo al empresario, como algún estímulo, exención, 
diferimiento, entre otros, facultades establecidas en el art. 39 del Código Fiscal de la Federación que a la letra dice:

Artículo 39.- El Ejecutivo Federal mediante resoluciones de carácter general podrá: 

Condonar o eximir, total o parcialmente, el pago de contribuciones y sus accesorios, 
autorizar su pago a plazo, diferido o en parcialidades, cuando se haya afectado o trate de 
impedir que se afecte la situación de algún lugar o región del país, una rama de actividad, 
la producción o venta de productos, o la realización de una actividad, así como en casos de 
catástrofes sufridas por fenómenos meteorológicos, plagas o epidemias. 
(…)

Sino por el contrario, el Ejecutivo Federal pese a la notable disminución de operaciones de las empresas, en otros casos 
el cierre parcial o total del negocio, sigue obligando al patrón a seguir cumpliendo con sus obligaciones fiscales y laborales 
como lo es el pago de impuestos federales, sueldos y salarios a trabajadores, que a su vez va implícito el pago y entero 
de retenciones de ISR, pago de cuotas obrero patronales ante el IMSS, etc., esto de conformidad con los acuerdos 
establecidos publicados en el Diario Oficial de la Federación (DOF) en el que claramente se establecen no solo las 
preferencias del Ejecutivo Federal como lo es la continuación de sus proyectos (Tren Maya, Dos Bocas, Aeropuerto Felipe 
Ángeles, Corredor Transístmico, entre otros) sino que no demuestra alguna intención de apoyar al empresario generador 
de empleos.

Así mismo, en los acuerdos referidos denotaron de forma clara que una de las actividades esenciales para los gobiernos es 
la “Recaudación Tributaria”, es por ello que las autoridades fiscalizadoras (SAT) hasta la fecha no ha detenido su actividad 
principal (la recaudación) sino que sigue en función de efectuar a toda costa la misma.

•	 Por otro lado, es lamentable que, a nivel estatal, el gobierno de Jalisco en turno solo se ha limitado a otorgar 
financiamientos que simplemente son insuficientes para cubrir las obligaciones laborales. Es sumamente decepcionante 
que otros gobiernos estatales si se hayan pronunciado en beneficiar las cargas fiscales en materia estatal como, por 
ejemplo: exenciones de pago de impuestos, diferimientos, acreditamientos, estímulos, entre otros y en nuestro Estado 
de Jalisco simplemente no hubo beneficios fiscales.

ASPECTOS OPERATIVOS EN LOS FONDOS DE RESERVAS
Es claro señalar que el empresario debe implementar planes emergentes que hagan frente a este tipo de contingencias 
originados ya sea por caso fortuito o causa de fuerza mayor, es por ello que el patrón se encuentra obligado a:
•	 En caso de operar por medio de sociedades mercantiles, aperturar un fondo de reserva legal de conformidad con lo 

establecido en la LGSM y de manera simultánea, se recomienda calcular que cuando menos este fondo cubra hasta 
por el monto de las obligaciones fiscales, laborables y de seguridad social por el periodo de 6 meses.

•	 Implementar un plan de acción empresarial ante contingencias con sus protocolos definidos, ello implica entre algunas 
actividades: organizar los denominados “Home Office”, dado que al sector empresarial tomó por sorpresa las reuniones 
virtuales. 

En caso de ser empresas prestadoras de servicios, o empresas que manejan líneas de producción, organizar la 
rotación de personal para que no se afecte su operación en lo más mínimo.

•	 Finalmente, es necesario diseñar un plan de restauración económica empresarial que permita al empresario incorporarse 
en el menor tiempo posible a la actividad económica. Una vez que se hayan decretado las acciones de reactivación 
económica, seguir aplicando las medidas sanitarias previamente anunciadas.
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Lo anterior, dado que hay obligaciones de primera mano que se deben cubrir como es la obligación de pago de sueldos y 
salarios a los empleados, y en caso de no cubrirlas, se descuida el activo más importante de toda empresa como lo es el 
“capital humano”.

En caso de que el empresario tribute como persona física es claro señalar que no le aplica lo dispuesto en la LGSM, sin 
embargo, es recomendable implementarlo y que cuente con algún fondo de reserva para hacer frente a contingencias 
similar a ir separando un % de sus utilidades como fondos de contingencias. En ambos casos tenerlo en cuentas bancarias 
independientes de la empresa.

CONCLUSIONES
Por lo anterior me permito concluir que ante cualquier adversidad con o sin apoyos externos el empresario se encuentra 
obligado a tener su empresa bien estructurada y estar preparado con planes emergentes, estableciendo las medidas 
preventivas, medidas sanitarias y procedimientos de ejecución ante cualquier posible contingencia originada por casos 
fortuitos o de causa de fuerza mayor a fin de no originar impactos económicos y financieros y, por supuesto, no estar a 
la espera de algún decreto de beneficios fiscales siendo que, en el caso de la emergencia sanitaria originada por el virus 
Covid-19 los gobiernos en turno simplemente mostraron caso omiso.

Desde luego que esta emergencia sanitaria se viene a convertir para la profesión contable como una alternativa adicional 
en la que se reinventarán las ejecuciones del trabajo encomendado y que con el hecho de tener una conexión inalámbrica 
se puedan ejecutar y así prevenir contingencias futuras.
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Antecedentes
En el año 2009 México fue golpeado por la contingencia de la influenza AH1N1, una emergencia que impactó fuertemente 
la economía del país. Actualmente, nos vemos afectados por un virus que detiene las operaciones de los negocios, así 
como la vida cotidiana, como las conocemos, y tendrá impactos financieros globales de los cuáles no sabemos cómo 
afectarán a las empresas a largo plazo. Se habla de la más grande recesión desde la gran depresión (1929).

Nos encontramos en una gran encrucijada, ya que detener nuestro ritmo de trabajo es una enorme decisión. ¿Cómo 
podemos responder a esta incertidumbre? Y la respuesta es: mediante un Plan de Continuidad Operativa o BCP (Business 
Continuity Plan), e identificando oportunidades y el impacto que tendrá esta nueva contingencia del COVID-19 (Coronavirus) 
en nuestros negocios.

Retos y Oportunidades
Para esto nos enfrentamos a distintos retos ante este escenario desfavorable en el cual, la creación de oportunidades es 
de vital importancia:

Obtenido de: Liderando el Trabajo Durante COVID-19, de KPMG.
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Es de suma importancia que, dentro de las consideraciones para dar continuidad a las operaciones del negocio bajo 
circunstancias críticas, se defina entre otras cosas. 

•	 Un esquema de trabajo que permita seguir operando el negocio en cumplimiento con las disposiciones o restricciones 
de la autoridad.

•	 Considerar un escenario de por lo menos tres meses con caída fuerte de la demanda.
•	 Asegurarse de tener garantizado el abasto de materia prima e insumos esenciales para producción y el cómo entregar 

al mercado.
•	 Realizar un plan de abasto y proporcionar seguimiento al menos cada semana, validando con el equipo las necesidades 

para su cumplimiento
•	 Integrarse con los proveedores trabajando en equipo.

Impacto en Sectores
Las compañías, específicamente la administración, son responsables de realizar una evaluación de la capacidad que 
tiene la empresa para mantener el negocio en marcha; así como evaluar continuamente todos los impactos que afecten o 
afectarán el desempeño de su negocio originados por la expansión vertiginosa de factores exógenos. 
Es importante que se mantengan actualizadas las proyecciones financieras, se cuantifiquen los impactos correspondientes 
y se comuniquen oportunamente a los usuarios de la información financiera.

¿Cómo será la exposición de los distintos sectores ante el impacto de esta contingencia?
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Consecuencias del COVID-19
El brote del COVID-19 ha provocado que los líderes y propietarios de negocios tomen a consecuencia de esto decisiones 
a corto plazo que tendrán consecuencias de largo plazo y de manera global, el mercado financiero y las actividades diarias 
están sufriendo interrupciones, lo que provoca que los propietarios de negocios se centren en medidas de resiliencia, 
asegurándose de anticipar y gestionar riesgos para colaboradores y clientes, en cuanto a la producción a futuro.

Business Continuity Plan (BCP)
Un Plan de Continuidad de Negocio es un plan de emergencia con el objetivo de mantener la funcionalidad de la organización 
a un nivel mínimo aceptable durante una contingencia, como es el caso de la emergencia sanitaria provocada por el 
coronavirus COVID-19.

Un BCP debe contemplar todas las medidas preventivas y de recuperación para cuando se produzca una contingencia que 
afecte al negocio.

Es recomendable que todas las empresas, ya sean micro, pequeñas, medianas o grandes, así como de su giro, cuenten 
con planes de contingencia para mitigar el impacto que pueda tener el coronavirus en la economía del país.
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Los 10 pasos para desarrollar un Plan de Continuidad del Negocio, de acuerdo con la norma ISO 22301, son los siguientes:

Propósito de alcance del BCP y selección del líder
El propósito debe ser muy claro, y explicar por qué se implementará el BCP. Este plan de continuidad busca proteger la 
operación de la empresa ante desastres, accidentes o pandemias.

Un propósito claro es un criterio clave para determinar las prioridades los productos o servicios esenciales. Es posible 
limitar el alcance del BCP a los sectores claveo áreas esenciales de la empresa.

Se debe nombrar a un líder para el BCP, quien tendrá la iniciativa en las actividades del BCP en toda la empresa. Los 
líderes del BCP deben tener la autoridad y responsabilidad necesarias para desempeñar este papel.

El BCP abarca actividades a lo largo de toda la empresa que requieren la participación activa y la cooperación de distintos 
sectores.

Determinar actividades prioritarias
Para determinar las actividades prioritarias se deben responder las siguientes preguntas:

Aquellas actividades esenciales dentro de la empresa se llaman actividades prioritarias. Asimismo, conocer el impacto de 
la interrupción total de las actividades enumeradas.

¿Cuánto tiempo se considera que transcurriría para que la interrupción de las actividades se vuelva inaceptable?

Se debe determinar lo que se realizará para que la empresa sea de nuevo operacional en el menor tiempo posible antes 
de salir del mercado o declararse en bancarrota.
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Se debe comenzar evaluando el impacto que sufriría la empresa si las actividades fundamentales se trastornan por un 
desastre natural o accidente. Evaluando los impactos externos, cuáles afectan a los usuarios, clientes, y a la sociedad en 
general. Asimismo, estudiando los impactos internos, como situación financiera, problemas operacionales y reputación de 
la empresa.

Determinar las necesidades para la continuación del negocio
Las actividades prioritarias dependen de diversos recursos internos y externos. En caso de una interrupción de negocios, 
se requiere que dichos recursos estén disponibles, de modo que puedan reanudarse las actividades prioritarias.

Se deben identificar y enumerar los recursos necesarios, dividiéndolo en tres categorías:

1.	 Recursos internos
2.	 Servicios esenciales
3.	 Socios comerciales

Determinar la evaluación de riesgos
Se debe identificar claramente cuáles riesgos pueden amenazar seriamente a la empresa. Se sugiere crear una lista de 
estos riesgos y analizar de cuáles deben tomar medidas con alta prioridad para prevenir daños lo más posible. Además, 
debes analizar y estimar en qué medida tus recursos esenciales se pueden estropear si estos riesgos se materializaran y 
cuánto tiempo tardarían en recuperarse.

Se debe determinar los riesgos que enfrenta la empresa como desastres naturales, accidentes industriales, epidemias o 
ataques intencionales.
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El siguiente paso es evaluar el nivel de impacto y las probabilidades de que pase cada riesgo, identificándolos como Alto, 
Medio o Bajo.

Determinar las necesidades para la continuación del negocio
Se debe seleccionar un riesgo prioritario (p.ej., el sismo), y estimar el nivel de daño causado y el tiempo de recuperación 
para los recursos dañados a causa de este fenómeno.

No olvidar la protección previa al desastre
Cuáles recursos requieren tomar medidas para que la empresa llega a los tiempos ideales de recuperación, seleccionando 
los recursos que requieren medidas de protección y mitigación, y determinando los detalles de esas medidas. Incluyendo:

Elaborar la respuesta de emergencia
Se debe considerar las medidas inmediatas a tomar cuando ocurre el incidente o fenómeno, para prevenir que llegue a un 
escenario de emergencia se convierta en una situación de desastre incontrolable.
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Determinar estrategias para la continuidad de negocios temprana
Existen conceptos clave para la planificación de estrategias de continuidad de negocios temprana, que se deben considerar 
para continuar con las actividades prioritarias. Al considerar estos conceptos, se crearán los planes de la Estrategia de 
Continuidad de Negocios para alcanzar los tiempos ideales de recuperación.

Estar preparado financieramente
El objetivo es reconocer las condiciones financieras de la empresa en caso de una emergencia y preparar las medidas 
necesarias con anticipación para evitar la quiebra, aun cuando se interrumpan los ingresos.

Al obtener la resta de los fondos disponibles, menos costos de recuperación y gastos ordinarios, se podrá conocer si 
la empresa cuenta o no con fondos suficientes para recuperarse de la interrupción. Si el balance es positivo, es probable 
que la empresa tenga fondos suficientes para recuperarse.

Poner en práctica
El BCP debe ser efectivo para responder a la emergencia. El propósito de ejercitar el plan es asegurarse de que funciona 
efectivamente y puede cumplir con sus objetivos.
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Antecedentes
Para una oportuna toma de decisiones de administradores, socios y consejeros  en las organizaciones, es  relevante 
disponer de información veraz y oportuna  tal como  está  previsto por las Normas de  Información Financiera1, y para tal 
fin, se emitieron  una serie de principios con el  objetivo de velar por la integridad de la información financiera.

La  emisión de la información financiera  no  siempre es veraz  y oportuna por no disponer de una Sistema que  facilite la 
gestión de datos emanados  de procesos  no estandarizados operativos  y administrativos,  ya que no se dispone de  un 
proceso  no  tecnificado que  facilite la   emisión de informes financieros  y operativos,  sentando las bases necesarias 
para  aplicar auditorias financieras  y operativas  en las áreas antes mencionadas  con  objeto de certificar la emisión de la 
información financiera  a una fecha determinada. 

En tiempos de crisis no se debe de depender de un dictamen que certifique la veracidad de la información para la 
toma de decisiones por parte de los administradores

1 El Consejo Mexicano para la Investigación y Desarrollo de Normas de Información Financiera, A. C. (CINIF)
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Adicionado a los tiempos de crisis Mundial Covid 19 que genera  crisis locales,  la alta competencia entre los jugadores del 
entono: clientes, consumidores, proveedores, competidores, regulaciones locales, nacionales e internacionales, demanda 
que las organizaciones privadas y públicas,  la toma de decisiones sean lo mas rápido  y oportuno posible, demandando  
la generación de  información  veraz  y oportuna, sin tener que esperar a que un tercero certifique  y valide la  información 
que se emite  por parte de la organización.

Principios Básicos del Gobierno Corporativo
En el Código de Principios y Mejores Prácticas del Gobierno Corporativo2 establece como una Mejor Práctica el garantizar 
que el Consejo de administración tome decisiones con información financiera confiable, el órgano intermedio que realice 
la función de auditoría lo apoyará con su opinión acerca de dicha información, la cual deberá ser firmada por el Director 
General y el director responsable de su elaboración.3 

Es  importante destacar el hecho de que la firma de los estados financieros por del director general y el responsable de 
la emisión de los estados financieros no es  garantía de que dichos  informes sean veraces  y  oportunos  por  simples 
razones:

•	 Son estados financieros internos  no dictaminados
•	 Podrían no cumplir con la normatividad financiera vigente
•	 Procesos operativos y administrativos no estandarizados, sistematizados e implementados 
•	 Información operativa de la organización recolectada en medios impresos
•	 Existe retraso en la carga de información operativa en medios electrónicos al momento de la emisión del informe 

financiero
•	 La capacidad profesional y técnica de  los administradores puede ser de visión limitada

El papel de las TIC
Para cumplir con este objetivo básico y elemental las TIC4  ofrecen una alternativa rápida y eficiente para la emisión de 
la información, sistematizando los datos emitidos por la operación y la conversión de datos en informes  operativos y 
financieros confiables para la toma de decisiones.

¿Cómo se identifica el nivel de sistematización de la información conforme las capacidades de las TIC?

2 Emitido por el Consejo Coordinador Empresarial, 3ra. edición del  2018
3 Pagina 40, Mejor Práctica No 30   del Código de Principios y Mejores Prácticas del Gobierno Corporativo
4  Las Tecnologías de la Información y la Comunicación.
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La información financiera proviene de forma natural de los procesos operativos, donde intervienen recursos humanos, 
materiales y maquinas donde cada acción debe de ser cuantificada en términos monetarios. 

Ahora  bien, no todos los procesos generan un resultado monetario; se puede mencionar la generación de una cotización 
o levantar un pedido de venta. Estos procesos tienen un costo monetario pero no generan efectos monetarios; por el 
contrario, una salida de almacén o la facturación de un bien, genera afectaciones monetarias y contables.

Por ello en el flujograma antes descrito se identifican actores de procesos, algunos de ellos generan acciones que  se 
traducirán en costos monetarios, la cotización de un bien y servicio o generar un pedido no garantiza cerrar la venta, es 
decir,  no generarán necesariamente un  cambio en los activos de la compañía, (salidas de mercancías) o cambios en los 
pasivos de la compañía (provisión de impuestos por pagar).  

Por el contario al facturar un bien o servicio se traducirá en la salida de mercancías afectando los activos de la compañía  
y que deben de ser cuantificados adecuadamente en los registros contables y financieros de la compañía.

Por ello es relevante entender los procesos operativos y financieros de la organización y entender las fases de la tecnificación 
de la información financiera elemental.

El registro de los procesos operativos deberá de generar:

a) Una transacción contable
b) La transacción contable deberá de generar una póliza contable
c) La suma de las pólizas contables genera una balanza de comprobación
d) De la balanza de comprobación se generan los estados financieros básicos

Proceso contable no sistematizado
La premisa de el registro Contable es primaria  y  no depende del proceso operativo, era condición aceptable cuando no se 
disponía de sistema de gestión financiera disponibles de bajo costo…

Ahora se tienen procesos operativos en organizaciones donde la cuantificación monetaria de la tarea ocurre en un lugar 
distinto al control de las operaciones financieras, la realización de registros contables en un sistema TIC operativo diferente 
al contable o en un destino remoto a la organización operativa.

Es relevante destacar que cuando los registros monetarios de las transacciones son realizados en un sistema distinto al 
operativo, se generarán errores de cuantificación monetaria, con la incertidumbre de los datos por registros erróneos o 
tardíos para la emisión de los estados financieros en tiempo y forma de la compañía.

Listado de afectaciones contables manuales para el registro de una póliza contable
1.	 Ingreso de póliza (diario)
2.	 Registro manual de fecha de la póliza
3.	 Registro de la cuenta contable del cargo (gasto)
4.	 Registro del monto del cargo
5.	 Registro de la Cuenta de abono
6.	 Registro del monto del abono
7.	 Registro de cargo del costo de ventas (dato calculado en otro sistema)
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Errores de registro manuales contable comunes
•	 Registrar en una misma póliza operaciones de tipo diario y egreso
•	 Cálculo erróneo de la fluctuación cambiaria
•	 Provisión de la factura a una cuenta de gastos generales  sin definir el origen de costo o gasto
•	 Control manual del folio de  la póliza, que no es de diario ni de egresos
•	 Registro manual de datos calculados en otro sistema. 
•	 Póliza de diario del costo de ventas
•	 No se tiene conciliado el inventario físico con registros contables

Elementos de un proceso contable sistematizado
El registro contable es secundario y  tienen alta dependencia de los  proceso operativos, disponible  en plataformas ERP5, 
de  bajo costo siendo mas eficiente  la gestión de datos  y de información financiera.

Cuando los registros contables base de la información financiera son generadas de forma automática por lo procesos 
operativos de los diferentes autores de la organización, el flujo de la información es más eficiente, veraz y oportuna donde 
la ocurrencia de la información es generada en tiempo real.

5 Se llama ERP a los sistemas de planificación empresariales que administran aspectos de producción, distribución y otros en una compañía en tiempo real integrado en un solo sistema: a partir de los 
procesos  operativos se disparaban los procesos transacciones contables.
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Derivado de la ejecución de las tareas de los diferentes actores de la organización: facturistas, almacenistas, compradores 
etc. en tiempo real se cuantifican monetariamente las tareas quedando registros contables de las transacciones efectuados 
en tiempo real por parte de los actores. Es decir las afectaciones contable se  generan de forma secundaria a partir de un 
proceso operativo siendo esto  lo correcto en un entorno eficiente de generación de información financiera.

En este  flujo grama  se puede  visualizar en las etapas del proceso y se deberán de establecer políticas de control de 
procesos  y donde los auditores de procesos, calidad  y financieros deberán de intervenir.  Lo mas relevante es lograr la 
posibilidad de establecer el alcance y metodología aplicable de la auditoría.  

Procesos operativos
1.	 Facturación del producto “A”  Al generar la  factura se  contabiliza el costo  de ventas  y la venta
2.	 La recepción de mercancías se registra por el método de inventarios perpetuos con su fórmula de valuación de  

inventarios respectivo (peps, ueps, promedios)
3.	 Provisión de la factura del servicio telefónico
4.	 Cobro en sitio, se tiene el control de bancos en tiempo real
5.	 Conocer las existencias antes de  facturar un producto
6.	 En gestión de la producción en proceso,  se podrá evaluar financieramente al cierre de mes el valor del inventario de 

producción en proceso sin tener que recurrir al contador de la empresa para tener la información actualizada

Emisión de un informe financiero en tiempo real de forma  veraz y oportuna
Previamente como parte de los antecedentes del presente documento se externó, que para la toma de decisiones de 
forma oportuna de parte de los administradores, socios, consejeros, etc en las organizaciones es relevante disponer de 
información veraz y oportuna  tal como está  previsto por las Normas de  Información financiera6.

Por tal motivo el Consejo Coordinador Empresarial con el propósito de promover confianza y certidumbre en la información 
proporcionada a los accionistas, es importante que las bases de preparación de la información anual sean consistentes con 
las que se utilizaron durante el ejercicio.

6 El Consejo Mexicano para la Investigación y Desarrollo de Normas de Información Financiera, A. C. (CINIF)
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7 Apartado 5.3. Código de Principios y Mejores Prácticas de Gobierno Corporativo del CCEM  3ra edición 2018

MEJOR PRÁCTICA 34.- Se recomienda que el consejo de administración apruebe los 
mecanismos que sean necesarios para asegurar la calidad de la información financiera que se 
le presente; en el caso de que ésta corresponda a períodos intermedios durante el ejercicio, se 
vigilará que se elabore con las mismas políticas, criterios y prácticas con las que se preparará 
la información anual. En este proceso, se podrá auxiliar por los auditores internos, externos y el 
Comisario de la sociedad.7

Complejidad de la Información financiera
a) El sistema de información debe de permitir los sistema de registro inventarios
b) El  sistema debe de permitir integrar las compras de materias primas 
c) Método de valuación, fórmulas de valuación
d) Método de acumulación de costos por órdenes de  producción, procesos
e) Medio de acumulación los tres elementos del costo (materia prima, mano de obra, gastos de fabricación  y  maquilas
f) Permitir prorrateos de  gastos
g) Rentabilidad de productos.
h) Que el sistema contabilice automáticamente el costo  de  ventas
i) Desde luego que emita los estados financieros básicos elementales,  y otra serie de reportes

Conclusión
Así se puede concluir que la tecnología de la información aplicada a las operaciones en la empresa es de vital importancia 
para fortalecer  y mejorar la información financiera, que es uno de los objetivos del gobierno corporativo. Esto también 
redunda en información financiera de calidad, ayudando a cumplir con el fin de la actividad contable, el mejor análisis e 
interpretación de los estados financieros.
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El examen previo de las mercancías es una práctica muy común realizada en las operaciones de importación en México, 
esto debido a que dicho reconocimiento auxilia al Agente Aduanal a conocer las características y cantidades de los bienes 
objeto de una operación determinada de comercio exterior, para que de esta manera se logre declarar datos exactos y 
verídicos en el pedimento correspondiente.

Para comenzar es preciso aclarar que el reconocimiento previo consiste en la revisión física de las mercancías, misma que 
se realiza por el Agente Aduanal, esto, como su propio nombre lo indica se lleva a cabo antes de que los bienes objeto del 
despacho aduanero crucen el semáforo fiscal.

¿Para qué sirve el Reconocimiento Previo en importaciones?
El reconocimiento previo permite a la persona encargada de elaborar el pedimento, es decir al Agente Aduanal, conocer 
los siguientes puntos:

1.- Cantidad de mercancía a importar.
En muchas ocasiones en la factura del proveedor se declara una cantidad de mercancía; sin embargo, dicha mercancía 
podría presentar discrepancias, es decir, físicamente podría existir mayor o menor cantidad de producto en contraste al 
que está declarado en la factura.

2.- Especificaciones de la mercancía.
Otro beneficio de realizar el reconocimiento previo es que con este se pueden verificar las características de la mercancía 
y con ello lo siguiente:

•	 Si los productos a importar cuentan con la calidad deseada por el cliente.
•	 Si dichos productos cuentan con algún dato de identificación individual que se deba declarar en el pedimento.
•	 Corroborar las características físicas y técnicas de los bienes, haciendo factible la posibilidad de determinar una correcta 

clasificación arancelaria y con ella el impuesto general de importación a pagar y las Regulaciones y Restricciones No 
Arancelarias a las cuales estará sujeta la mercancía en cuestión.

3.- Origen de la mercancía.
Para efectos de aplicar preferencias arancelarias bajo el amparo de algún tratado de libre comercio o acuerdo del que 
México sea parte, es muy importante verificar el origen físico de la mercancía, esto, debido a que muchas veces en la 
factura que ampara la importación se declara un origen; sin embargo, el producto físicamente está marcado con otro.

Ahora bien, en supra líneas se expusieron los beneficios de practicar el reconocimiento previo en importaciones, por lo que 
ahora resulta procedente presentar algunas de las consecuencias de declarar datos erróneos en el pedimento por no haber 
realizado o no haber llevado a cabo un adecuado reconocimiento previo.
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¿Sabía que usted como importador puede pedirle a su Agente Aduanal la realización de un examen previo antes 
de despachar su mercancía?
Pues bien, la respuesta a la interrogante que nos precede se encuentra fundamentada en el Artículo 42 de la Ley Aduanera, 
cuyo texto reza:

“Si quien debe formular el pedimento ignora las características de las mercancías en depósito ante la aduana, podrá 
examinarlas para ese efecto.”

Es importante resaltar la palabra “podrá” lo cual implica una posibilidad y no una obligación para efectos legales, es decir, 
es decisión del contribuyente el hecho de realizar el reconocimiento previo o no; sin embargo, en nuestro país, en múltiples 
ocasiones el Agente Aduanal es quien decide discrecionalmente realizar el examen previo de la mercancía o no, situación 
que desde el punto de vista de la suscriptora, implica una mala praxis en materia de comercio exterior y por ende se 
considera que la misma debe terminar.

¿En qué casos es sumamente recomendable realizar el reconocimiento previo en importaciones? 
Se recomienda que esta práctica se lleve a cabo en operaciones de alto riesgo, por ejemplo:

•	 En las primeras ocasiones en las que se importe mercancía de un nuevo proveedor.
•	 Cuando en reiteradas veces el proveedor envía mercancía adicional como pudieran ser regalos, productos no 

solicitados, muestras, entre otros.
•	 Cuando por primera vez se importa mercancía de difícil clasificación y se requiere examinar físicamente los bienes.
•	 Cuando la mercancía contiene datos identificativos como marca, modelo o serie.

Es preciso mencionar que dentro del Esquema Integral de Certificación de Empresas previsto en la Ley Aduanera (Artículos 
98 al 100) y las Reglas Generales de Comercio Exterior 2019 (Reglas 7.5.1 a la 7.5.5) se encuentra la Certificación 
“Despacho de Mercancías de las Empresas” cuyo propósito es que las empresas registradas en dicha certificación tengan 
la posibilidad de importar mercancías mediante el Procedimiento de Revisión en Origen; lo cual da la alternativa de llevar 
a cabo el reconocimiento previo en origen y así evitar realizarlo en la aduana mexicana y de esta manera los importadores 
podrán ahorrar tiempo y dinero en sus respectivas maniobras logísticas.

En conclusión, realizar el reconocimiento previo de las mercancías es un posibilidad inherente al importador, misma que se 
recomienda llevar a cabo especialmente en aquellas importaciones de alto riesgo, esto con el fin de evitar actualizarse en 
un supuesto de infracción previsto por la Ley Aduanera o en el Código Fiscal de la Federación; asimismo, se recomienda 
revisar la viabilidad de registrarse como empresa certificada en el rubro de “Despacho de Mercancías de las Empresas” 
para realizar el examen previo en origen.
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La norma 402 expone la responsabilidad del auditor de obtener la suficiente y apropiada evidencia de auditoria cuando la 
entidad emplea servicios de una o más organizaciones de servicios. El auditor debe determinar qué servicios prestados son 
relevantes para la auditoria de estados financieros, ya que esta información fluye a la información financiera.

El auditor debe tener un claro entendimiento de la naturaleza e importancia de los servicios prestados por las organizaciones 
y su efecto en el control interno de la entidad usuaria que sea relevante para la auditoria y de esta forma, poder identificar 
riesgos, así como diseñar y aplicar procedimientos de auditoria para mitigarlos.

Para ayudarnos con el entendimiento de los servicios prestados por la organización de servicios y su control interno 
debemos entender:

•	 La naturaleza del servicio
•	 Importancia efecto en el control interno
•	 Interacción y relación entre la entidad y la organización de servicios.

Para conseguir lo anterior, nos podemos apoyar en:
•	 Manuales             
•	 Contratos             
•	 Acuerdos
•	 Reportes
•	 Experiencia

Los servicios subcontratados pueden ser importantes para el funcionamiento de la entidad más no relevantes para la 
auditoria.

El auditor de la entidad usuaria determinará si se ha obtenido conocimiento de los servicios contratados. Si no puede 
obtener este conocimiento suficiente mediante comunicados de la propia entidad usuaria, obtendrá dicho conocimiento 
mediante uno o más de los siguientes procedimientos:

a) Obteniendo informe tipo 1 o 2, si es que hubiera.
b) Contactando a la organización de servicios, a través de la entidad usuaria.
c) Visitando a la organización de servicios y aplicando procedimientos que proporcionen la información necesaria sobre los 
controles relevantes de la organización de servicios.
d) Recurriendo a otro auditor con el fin de que aplique procedimientos que proporcionen la información necesaria sobre los 
controles relevantes.
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El reporte tipo 1 proporciona evidencia sobre el diseño e implementación de controles más no de su eficacia operativa a 
una fecha determinada.

El reporte tipo 2 ofrece un informe sobre la descripción de la eficacia operativa de los controles de la organización de 
servicios a lo largo de un periodo especifico.

El auditor debe investigar con la Entidad si tiene conocimiento o existe algún indicio de fraude, incumplimiento de leyes 
y representaciones erróneas sin corregir en la organización de servicios que afecten los estados financieros; de igual 
forma debe evaluar los efectos para planear de manera pertinente durante la auditoria. Una vez habiendo evaluado si la 
naturaleza de los servicios y la evidencia de los controles no aumenta nuestro riesgo en la auditoria, se documenta en los 
papeles de trabajo. 

Si se llega a determinar que la evidencia de auditoria no es suficiente se sube a la opinión, se evalúa el tipo de contingencia, 
se determina si es opinión modificada o no modificada.

Conclusiones del análisis de la norma:
Es importante conocer antes de iniciar nuestra auditoria, qué servicios son prestados por una entidad de servicios a nuestro 
cliente, para de esta manera determinar si los mismos son relevantes.

Una vez conocidos los servicios prestados a nuestro cliente, debemos identificar su impacto en el control interno, valorar 
los riesgos y aplicar los procedimientos de auditoria para responder a dichos riesgos.

Es importante saber diferenciar entre servicios prestados por una entidad de servicios y el análisis de uso de un especialista. 
En el caso de esto último, se evalúan las competencias técnicas del especialista.

La norma aplica para todas las empresas sin diferenciar su nivel de operaciones, el auditor determinará si el servicio es 
relevante para la auditoría.

La norma está tomando importancia a raíz de que cada vez las empresas dependen de más de organizaciones de servicios 
para llevar acabo sus procesos.
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Como es por todos conocido, en los tiempos recientes, se ha incrementado de manera importante la fiscalización por parte 
de las autoridades hacendarias hacia todos los contribuyentes.  El propósito por el que se están implementando estas 
medidas, es incrementar la recaudación, así como inhibir la evasión fiscal.  Para ello, la autoridad ha estado utilizando 
todos los medios posibles; algunos, inclusive fuera de su marco legal de actuación.

En lo que respecta a la fiscalización sobre contribuyentes personas físicas, desde hace algunos años, las autoridades 
fiscales, venían revisando a éstos, ejerciendo sus facultades, conforme lo establece el Código Fiscal de la Federación. En 
la actualidad, los actos de la autoridad han venido formando parte de una estrategia integral de revisión de ingresos de 
personas físicas, tomando como base, la información con la que disponen las Autoridades Fiscales, misma que ha sido 
proporcionada por parte de las Instituciones del Sistema Financiero.  Estos cuadres de información, han incrementado 
considerablemente, las posibilidades de las personas físicas para ser sujetos a una revisión por parte de la autoridad.  
Esta situación ha generado preocupación en los contribuyentes, en virtud de que realmente no están, en su mayoría, 
acostumbrados a este tipo de procedimientos de la autoridad y por supuesto, la situación de la mayoría, se encuentra en 
completo desorden, ya que, gran parte de ellos, no se encuentran obligados a llevar contabilidad.  Este hecho hace que 
resulte difícil, recordar el origen de todos los depósitos recibidos en sus cuentas bancarias, y mucho menos, se contará 
con la documentación comprobatoria de dichas operaciones, independientemente si se cumplieron o no, las obligaciones 
fiscales correspondientes.

Cabe señalar que a pesar de haberse derogado la Ley del IDE (IMPUESTO A LOS DEPOSITOS EN EFECTIVO), la cual 
obligaba a las instituciones financieras a informar a las autoridades fiscales de los depósitos en efectivo que realicen los 
contribuyentes en sus cuentas bancarias, la misma obligación de informar, subsiste en la Ley del Impuesto Sobre la Renta; 
además de esta disposición, existen otras más en el Código Fiscal de la Federación, que tienen también, un propósito 
fiscalizatorio para personas físicas, entre las que destacan, a mi juicio, las siguientes:

1.- OBLIGACIONES DEL SISTEMA FINANCIERO EN LA LEY DE ISR:
El artículo 55 de la Ley del ISR, obliga a las instituciones financieras a informar del nombre, RFC, domicilio, intereses 
nominales e intereses reales pagados a los contribuyentes en el ejercicio fiscal (énfasis añadido) :

“Artículo 55. Las instituciones que componen el sistema financiero que paguen los intereses 
a que se refiere el artículo anterior, tendrán, además de las obligaciones establecidas en otros 
artículos de esta Ley, las siguientes:
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I.	 Presentar ante el Servicio de Administración Tributaria, a más tardar el día 15 de febrero de 
cada año, información sobre el nombre, Registro Federal de Contribuyentes, domicilio del 
contribuyente de que se trate y de los intereses nominales y reales a que se refiere el artículo 
134 de esta Ley, la tasa de interés promedio nominal y número de días de la inversión, a él 
pagados en el año de calendario inmediato anterior, respecto de todas las personas a quienes 
se les hubiese pagado intereses, ………………………………......................................................

II.	Proporcionar a las personas a quienes les efectúen los pagos, a más tardar el 15 de febrero 
de cada año, constancia en la que se señale el monto nominal y el real de los intereses pagados 
o, en su caso, la pérdida determinada conforme al artículo 134 de esta Ley, y las retenciones 
efectuadas, correspondientes al ejercicio inmediato anterior.

III.	………………………………………………………………………………………………………….

IV.	Proporcionar anualmente a más tardar el 15 de febrero, la información de los depósitos 
en efectivo que se realicen en las cuentas abiertas a nombre de los contribuyentes en las 
instituciones del sistema financiero, cuando el monto mensual acumulado por los depósitos 
en efectivo que se realicen en todas las cuentas de las que el contribuyente sea titular en una 
misma institución del sistema financiero exceda de $15,000.00, así como respecto de todas las 
adquisiciones en efectivo de cheques de caja, en los términos que establezca el Servicio de 
Administración Tributaria mediante reglas de carácter general.

Para los efectos de este artículo, se entiende por depósitos en efectivo, los depósitos en moneda nacional o extranjera 
que se realicen en cualquier tipo de cuenta que las personas físicas o morales tengan a su nombre en las instituciones del 
sistema financiero, así como las adquisiciones en efectivo de cheques de caja. No se considerarán depósitos en efectivo, 
los que se efectúen a favor de personas físicas o morales mediante transferencias electrónicas, traspasos de cuenta, títulos 
de crédito o cualquier otro documento o sistema pactado con instituciones del sistema financiero en los términos de las 
leyes aplicables, aun cuando sean a cargo de la misma institución que los reciba.”

2.- OBLIGACIONES DE PERSONA MORALES DEL TITULO II DE LA LEY DE ISR:
En materia de obligaciones de personas morales que tributan en el Titulo II de la ley del ISR, éstas tienen, entre otras 
obligaciones, la de informar a las autoridades fiscales en el caso que reciban contraprestaciones en efectivo, por cantidades 
superiores a cien mil pesos, así como cuando reciban préstamos, aportaciones para futuro aumentos de capital o aumentos 
de capital en efectivo superiores a seiscientos mil pesos (énfasis añadido):

“Artículo 76. Los contribuyentes que obtengan ingresos de los señalados en este Título, 
además de las obligaciones establecidas en otros artículos de esta Ley, tendrán las siguientes:
I	       ………………………………………………………………………………………………………

XV. Informar a las autoridades fiscales, a través de los medios y formatos electrónicos, que 
señale el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter general, a más 
tardar el día 17 del mes inmediato posterior a aquel en el que se realice la operación, de las 
contraprestaciones recibidas en efectivo en moneda nacional o extranjera, así como en 
piezas de oro o de plata, cuyo monto sea superior a cien mil pesos. Las referidas reglas 
de carácter general podrán establecer supuestos en los que no sea necesario presentar la 
información a que se refiere esta fracción.
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La información a que se refiere esta fracción estará a disposición de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público en los términos del artículo 69 del Código Fiscal de la Federación.

XVI. Informar a las autoridades fiscales, a través de los medios y formatos que para tal efecto 
señale el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter general, de los 
préstamos, aportaciones para futuros aumentos de capital o aumentos de capital que 
reciban en efectivo, en moneda nacional o extranjera, mayores a $600,000.00, dentro de los 
quince días posteriores a aquél en el que se reciban las cantidades correspondientes.

XVII ………………………………………………………………………………………….……………

XIX ………………………………………………………………………………………………………”

3.- DISPOSICIONES APLICABLES A PERSONAS FISICAS EN LA LEY DE ISR
Al respecto, tenemos en principio el artículo 90, que establece la obligación a las personas físicas, de acumular en su 
declaración anual, la totalidad de sus ingresos, y, además, de informar cuando reciban préstamos, donativos y premios que 
en lo individual o en su conjunto excedan de seiscientos mil pesos. 

Por otro lado, el artículo 91, establece el concepto, procedimiento y determinación de la discrepancia fiscal de una persona 
física, asimilando de conformidad con el artículo 142 como un ingreso del capitulo IX, es decir de los demás ingresos, la 
discrepancia fiscal.

Asimismo, el artículo 150 de la multicitada Ley del ISR, respecto de la declaración anual de las personas físicas, obliga a las 
mismas, a informar de todos sus ingresos, inclusive los exentos y los no acumulables, es decir, los que no pagan impuesto 
y por los que se pagó impuesto de manera definitiva. Esto, sin duda, con la intención de tener la totalidad de la información 
relativa a los ingresos de las personas físicas, y con esto, facilitar los actos de fiscalización, al disponer, además, de los 
estados de cuenta bancarios proporcionados por las instituciones financieras.

Finalmente el artículo 93 de la Ley del ISR obliga a las personas físicas a informar en la declaración anual de las 
enajenaciones de casa habitación, o bien cuando perciban viáticos, herencias o legados, condicionando a informar en 
dicha declaración la percepción de tales ingresos a efecto de que proceda la exención fiscal por dichos ingresos.

INGRESOS DE PERSONAS FISICAS OBJETO DE LA LEY DE ISR (énfasis añadido) :
“Artículo 90. Están obligadas al pago del impuesto establecido en este Título, las personas físicas residentes en México que 
obtengan ingresos en efectivo, en bienes, devengado cuando en los términos de este Título señale, en crédito, en servicios 
en los casos que señale esta Ley, o de cualquier otro tipo. También están obligadas al pago del impuesto, las personas 
físicas residentes en el extranjero que realicen actividades empresariales o presten servicios personales independientes, 
en el país, a través de un establecimiento permanente, por los ingresos atribuibles a éste.

Las personas físicas residentes en México están obligadas a informar, en la declaración del ejercicio, sobre los préstamos, 
los donativos y los premios, obtenidos en el mismo, siempre que éstos, en lo individual o en su conjunto, excedan de 
$600,000.00.

Las personas físicas residentes en México deberán informar a las autoridades fiscales, a través de los medios y formatos 
que para tal efecto señale el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter general, respecto de las 
cantidades recibidas por los conceptos señalados en el párrafo anterior al momento de presentar la declaración anual del 
ejercicio fiscal en el que se obtengan.
…………………………........................………………………………………………………………………………………..……….”
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DISCREPANCIA FISCAL (énfasis añadido) :

“Artículo 91. Las personas físicas podrán ser objeto del procedimiento de discrepancia fiscal 
cuando se compruebe que el monto de las erogaciones en un año de calendario sea superior 
a los ingresos declarados por el contribuyente, o bien a los que le hubiere correspondido 
declarar.

Para tal efecto, también se considerarán erogaciones efectuadas por cualquier persona física, 
las consistentes en gastos, adquisiciones de bienes y depósitos en cuentas bancarias, en 
inversiones financieras o tarjetas de crédito.

Las erogaciones referidas en el párrafo anterior se presumirán ingresos, cuando se trate 
de personas físicas que no estén inscritas en el Registro Federal de Contribuyentes, 
o bien, que estándolo, no presenten las declaraciones a las que están obligadas, o que aun 
presentándolas, declaren ingresos menores a las erogaciones referidas. Tratándose de 
contribuyentes que tributen en el Capítulo I del Título IV de la presente Ley y que no estén 
obligados a presentar declaración anual, se considerarán como ingresos declarados los 
manifestados por los sujetos que efectúen la retención.

No se tomarán en consideración los depósitos que el contribuyente efectúe en cuentas que 
no sean propias, que califiquen como erogaciones en los términos de este artículo, cuando se 
demuestre que dicho depósito se hizo como pago por la adquisición de bienes o de servicios, o 
como contraprestación para el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes o para realizar 
inversiones financieras ni los traspasos entre cuentas del contribuyente o a cuentas de su 
cónyuge, de sus ascendientes o descendientes, en línea recta en primer grado.

Los ingresos determinados en los términos de este artículo, netos de los declarados, se 
considerarán omitidos por la actividad preponderante del contribuyente o, en su caso, otros 
ingresos en los términos del Capítulo IX de este Título tratándose de préstamos y donativos 
que no se declaren o se informen a las autoridades fiscales, conforme a lo previsto en 
los párrafos segundo y tercero del artículo 90 de esta Ley. En el caso de que se trate de 
un contribuyente que no se encuentre inscrito en el Registro Federal de Contribuyentes, las 
autoridades fiscales procederán, además, a inscribirlo en el Capítulo II, Sección I de este Título.

Para conocer el monto de las erogaciones a que se refiere el presente artículo, las autoridades 
fiscales podrán utilizar cualquier información que obre en su poder, ya sea porque conste en sus 
expedientes, documentos o bases de datos, o porque haya sido proporcionada por un tercero 
u otra autoridad.

Para los efectos de este artículo las autoridades fiscales procederán como sigue:
I. Notificaran al contribuyente, el monto de las erogaciones detectadas, la información que se 
utilizó para conocerlas, el medio por el cual se obtuvo y la discrepancia resultante.
II. Notificado el oficio a que se refiere la fracción anterior, el contribuyente contará con un 
plazo de veinte días para informar por escrito a las autoridades fiscales, contados a partir 
del día siguiente a la fecha de notificación, el origen o fuente de procedencia de los recursos 
con que efectuó las erogaciones detectadas y ofrecerá, en su caso, las pruebas que estime 
idóneas para acreditar que los recursos no constituyen ingresos gravados en los términos 
del presente Título. Las autoridades fiscales podrán, por una sola vez, requerir información o 
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documentación adicional al contribuyente, la que deberá proporcionar en el término previsto 
en el artículo 53, inciso c), del Código Fiscal de la Federación.
III. Acreditada la discrepancia, ésta se presumirá ingreso gravado y se formulará la liquidación 
respectiva, considerándose como ingresos omitidos el monto de las erogaciones no aclaradas 
y aplicándose la tarifa prevista en el artículo 152 de esta Ley, al resultado así obtenido.”

DE LOS DEMÁS INGRESOS QUE OBTENGAN LAS PERSONAS FÍSICAS (énfasis añadido):
“Artículo 142. Se entiende que, entre otros, son ingresos en los términos de este Capítulo los 
siguientes:
I …………………………………………………………………………………………..………………

XV. Los ingresos estimados en los términos de la fracción III del artículo 91 de esta Ley y 
los determinados, inclusive presuntivamente por las autoridades fiscales, en los casos en que 
proceda conforme a las leyes fiscales.

XVII ………………………………………………………………………………………………………”

DECLARACION ANUAL DE PERSONAS FISICAS (énfasis añadido):
“Artículo 150. Las personas físicas que obtengan ingresos en un año de calendario, a excepción 
de los exentos y de aquéllos por los que se haya pagado impuesto definitivo, están obligadas 
a pagar su impuesto anual mediante declaración que presentarán en el mes de abril del año 
siguiente, ante las oficinas autorizadas.

Podrán optar por no presentar la declaración a que se refiere el párrafo anterior, las personas 
físicas que únicamente obtengan ingresos acumulables en el ejercicio por los conceptos 
señalados en los Capítulos I y VI de este Título, cuya suma no exceda de $400,000.00, siempre 
que los ingresos por concepto de intereses reales no excedan de $100,000.00 y sobre dichos 
ingresos se haya aplicado la retención a que se refiere el primer párrafo del artículo 135 de esta 
Ley.

En la declaración a que se refiere el primer párrafo de este artículo, los contribuyentes que en el 
ejercicio que se declara hayan obtenido ingresos totales, incluyendo aquéllos por los que no se 
esté obligado al pago de este impuesto y por los que se pagó el impuesto definitivo, superiores a 
$500,000.00 deberán declarar la totalidad de sus ingresos, incluidos aquéllos por los que 
no se esté obligado al pago de este impuesto en los términos de las fracciones XVII, XIX, 
inciso a) y XXII del artículo 93 de esta Ley y por los que se haya pagado impuesto definitivo 
en los términos del artículo 138 de la misma.

Los contribuyentes que obtengan ingresos por la prestación de un servicio personal subordinado, 
estarán a lo dispuesto en el artículo 98 de esta Ley.”

INGRESOS EXENTOS DE PERSONAS FISICAS (énfasis añadido):
“Artículo 93. No se pagará el impuesto sobre la renta por la obtención de los siguientes ingresos:
I. ……………………………………………………………………...……………………………………

XVII. Los viáticos, cuando sean efectivamente erogados en servicio del patrón y se compruebe 
esta circunstancia con los comprobantes fiscales correspondientes.
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XIX. Los derivados de la enajenación de:
a) La casa habitación del contribuyente, siempre que el monto de la contraprestación 
obtenida no exceda de setecientas mil unidades de inversión y la transmisión se formalice 
ante fedatario público. Por el excedente se determinará la ganancia y se calcularán 
el impuesto anual y el pago provisional en los términos del Capítulo IV de este Título, 
considerando las deducciones en la proporción que resulte de dividir el excedente entre el 
monto de la contraprestación obtenida. El cálculo y entero del impuesto que corresponda al 
pago provisional se realizará por el fedatario público conforme a dicho Capítulo.

La exención prevista en este inciso será aplicable siempre que durante los cinco años 
inmediatos anteriores a la fecha de enajenación de que se trate el contribuyente no hubiere 
enajenado otra casa habitación por la que hubiera obtenido la exención prevista en este 
inciso y manifieste, bajo protesta de decir verdad, dichas circunstancias ante el fedatario 
público ante quien se protocolice la operación.

XXII. Los que se reciban por herencia o legado.

Las exenciones previstas en las fracciones XVII, XIX inciso a) y XXII de este artículo, 
no serán aplicables cuando los ingresos correspondientes no sean declarados en los 
términos del tercer párrafo del artículo 150 de esta Ley, estando obligado a ello.
……………………………………………………………………………………………………………”

Por supuesto que los artículos arriba mencionados son materia de una infinidad de comentarios, sin embrago en virtud del 
alcance del presente análisis resalto solo algunos de ellos, los cuales a continuación comento:

La mencionada discrepancia fiscal, es aplicable aún tratándose de personas que NO hayan presentado declaración fiscal, 
ya sea por incumplimiento de sus obligaciones fiscales, o aún en el caso de contribuyentes que no tienen tal obligación, 
como pudiera ser el caso de asalariados.

La discrepancia fiscal existe cuando en un ejercicio, el contribuyente tenga erogaciones mayores a sus ingresos 
declarados. Cabe señalar que, el simple hecho de que tales erogaciones sean mayores, no significa necesariamente que 
el contribuyente haya causado y deba pagar impuestos. La diferencia, bien podría tratarse de depósitos provenientes de 
conceptos que no causan impuestos, como podría ser la obtención de un préstamo, la cobranza de deudas a su favor 
proveniente en ingresos de ejercicios anteriores que ya tuvieron su causación fiscal, ingresos exentos por los cuales no 
existe obligación de informar; ingresos provenientes de cobranza por la enajenación de bienes, en donde el ingreso fiscal, 
es solo en su caso, la ganancia y no el precio de venta, o inclusive, ingresos jurídicos no objeto de la Ley del ISR, etcétera. 
Por supuesto, en estos casos, lo más importante será acreditar, pero, sobre todo, tener los medios de prueba, convenientes 
para tal efecto.

Para efectos de este procedimiento, se consideran erogaciones, los gastos, las adquisiciones de bienes, los depósitos 
e inversiones en cuentas bancarias, es decir, el alcance de los conceptos de fiscalización, es mucho mayor que solo 
los depósitos en efectivo en las cuentas bancarias. Si bien es cierto que, la fuente primigenia de información para la 
implementación de estos programas de fiscalización, es la información proporcionada por las instituciones financieras, en 
el proceso, lo que se revisará por la autoridad serán todos estos conceptos y no solo los depósitos en efectivo.

Sin duda, la autoridad encargada de revisar a los contribuyentes, para estos efectos, por supuesto solicitará a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, la información relativa a sus cuentas bancarias del ejercicio sujeto a revisión, dado 
que la información proporcionada por las instituciones financieras, es insuficiente, y ésta, solo contiene los depósitos 
en efectivo y con los estados de cuenta mencionados, la autoridad tendrá la totalidad de las operaciones bancarias del 
contribuyente. Consecuentemente, procederá así a, requerir al contribuyente, las diferencias de estos estados de cuenta 
y sus declaraciones fiscales.
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Para estos efectos, se consideran también, como ingresos omitidos, los préstamos y donativos que, estando obligado a 
informarse, no hayan sido manifestados en la declaración anual. 

En el caso de que el contribuyente no acredite el origen de la discrepancia, de conformidad con esta disposición, tal 
discrepancia se considerará ingreso del capítulo IX de la misma Ley, es decir, de los demás ingresos que obtienen las 
personas físicas, situación que así señala el artículo 142 fracción XV de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

Es importante mencionar que, a pesar de que el artículo 93 de la LISR, exenta de pago de dicho impuesto, la enajenación 
de la casa habitación, viáticos y los ingresos por herencia o legado, esta exención está condicionada a que tales ingresos 
sean declarados en la declaración del ejercicio, en caso contrario, se perdería dicha exención, originando así, la causación 
del ISR correspondiente.

4.- DISPOSICIONES APLICABLES A DISCREPANCIA FISCAL EN EL CFF

DELITO DE DEFRAUDACION FISCAL EQUIPARADO
Por otro lado, es importante señalar que, además de la discrepancia fiscal administrativa, existen en el Código Fiscal de 
la Federación, supuestos en los que, el tema de discrepancia fiscal, rebasa el aspecto económico y puede llegar a tener 
consecuencias penales, es decir, existe discrepancia fiscal considerada delito de defraudación fiscal equiparada. Todo 
esto, en virtud de lo que señala el artículo 109 fracción I del mencionado Código, que a la letra señala (énfasis añadido):

“Artículo 109.- Será sancionado con las mismas penas del delito de defraudación fiscal, quien:

I.	 Consigne en las declaraciones que presente para los efectos fiscales, deducciones falsas 
o ingresos acumulables menores a los realmente obtenidos o valores de actos o actividades 
menores a los realmente obtenidos o determinados conforme a las leyes. En la misma forma 
será sancionada aquella persona física que perciba ingresos acumulables, cuando realice en 
un ejercicio fiscal erogaciones superiores a los ingresos declarados en el propio ejercicio 
y no compruebe a la autoridad fiscal el origen de la discrepancia en los plazos y conforme 
al procedimiento establecido en la Ley del Impuesto sobre la Renta.”

Cabe recordar que, en los términos del Código Fiscal de la Federación (artículos 55, 56 y 59 entre otros), la autoridad está 
facultada para determinar presuntivamente la utilidad fiscal para efectos del ISR y el valor de los actos gravados en materia 
del IVA, por lo que, no descartemos la posibilidad de que las autoridades pretendan determinar créditos a los contribuyentes 
no solo en materia de ISR, sino, además, pretendan cobrar el IVA, como consecuencia de estos actos de fiscalización.

Especialmente por lo señalado en el artículo 59 fracción III tercer párrafo del Código Fiscal de la Federación que a la letra 
dice (énfasis añadido):

“También se presumirá que los depósitos que se efectúen en un ejercicio fiscal, cuya suma sea 
superior a $1,579,000.00 en las cuentas bancarias de una persona que no está inscrita en el 
Registro Federal de Contribuyentes o que no está obligada a llevar contabilidad, son ingresos y 
valor de actos o actividades por los que se deben pagar contribuciones.”

Cobra relevancia el artículo 10 del Código Fiscal de la Federación al vincularla con estos actos de fiscalización, ya entre 
otras cosas señala que la autoridad fiscal podrá considerar bajo algunos supuestos como domicilio  fiscal del contribuyente 
persona física su casa habitación, pudiendo consecuentemente realizar estos actos de fiscalización en el domicilio personal 
del contribuyente.
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Con todo lo anteriormente expuesto, sin duda alguna, la mayoría de los contribuyentes que sean objeto de un acto de 
fiscalización de esta naturaleza, tendrán grandes problemas para acreditar tal discrepancia, ya sea porque no tengan 
manera de probar documentalmente el origen de las operaciones que detonaron el depósito en su cuenta bancaria, o lo 
que es peor, ni siquiera recuerdan tal origen, ya que podrían ser objeto de revisión de ejercicios anteriores, por los que, no 
tienen contabilidad o registro alguno de sus operaciones, al no tener fiscalmente tal obligación.

En virtud de lo expuesto, sugiero que los contribuyentes implementen el siguiente plan de trabajo de protección fiscal 
individual, a efecto de minimizar las consecuencias económicas y penales, por el ejercicio de las facultades de fiscalización 
de las autoridades:

I.- Elaborar un diagnóstico de la situación fiscal individual, que comprenda al menos los siguientes aspectos:

a) Análisis de los avisos al Registro Federal de Contribuyentes,
b) En virtud del estudio de los avisos al RFC, y las operaciones del contribuyente. definir las obligaciones fiscales a las 
que está sujeta la persona física.
c) Análisis de los estados de cuenta bancarios, y de otras instituciones financieras, así como de gastos y adquisiciones 
de bienes, especialmente aquellos por los que se realiza inscripción en el Registro Público de la Propiedad y del 
Comercio (inmuebles, aportaciones de capital, etc.).
d) Levantamiento de inventario, de la documentación comprobatoria, que tenga el contribuyente de las operaciones y 
depósitos en cuentas bancarias y demás instituciones del sistema financiero.
e) Revisión del cumplimiento de presentación de la declaración anual en los términos y condiciones que establecen 
las disposiciones fiscales. 

La finalidad primordial de este diagnóstico, es tener una idea clara de la situación del contribuyente, respecto de si ha 
cumplido, o no, con sus obligaciones fiscales, o bien, qué tantas omisiones existen, a partir de las operaciones y depósitos 
que ha realizado el mismo, o bien, si tiene o no, los medios adecuados de prueba y si la declaración fiscal se ha presentado, 
cumpliendo todos los requisitos establecidos en las leyes fiscales y a partir de este diagnóstico elaborar el plan de trabajo.

II.- Eliminar la discrepancia fiscal del contribuyente, tanto administrativa, como la discrepancia fiscal asimilada al 
delito de defraudación fiscal.

a) Por supuesto, el primer paso, es eliminar la contingencia penal, es decir, salir de los supuestos, por los cuales, la 
discrepancia es asimilada al delito, para lo cual, existen solo dos posibilidades: se acredita el origen de la discrepancia 
o en ese ejercicio la persona física no deberá tener discrepancia entre sus erogaciones e ingresos.
b) Una vez eliminada la cuestión penal, sugiero elaborar una conciliación entre los depósitos en las cuentas bancarias 
del contribuyente y la declaración anual, considerando los siguientes aspectos:

1.- Excluir de la declaración las ENTRADAS de efectivo, que por supuesto, al no ser ingresos, no deben ser 
consideradas en la misma, ni siquiera como dato informativo, como pudieran ser, cobranza de préstamos realizados, 
depósitos en garantía obtenidos de terceros por cualquier razón, dinero recibido para realizar gastos o inversiones por 
cuenta de terceros, préstamos obtenidos, salvo que excedan de $600,000.00, los cuales, deberán ser informados, 
aunque al no ser ingreso, no deben causar impuestos, sino que, solo se deberá cumplir, en su caso, con la obligación 
de informar como se ha señalado anteriormente.

2.- Excluir de la declaración, los INGRESOS NO OBJETO, que en su caso haya percibido el contribuyente, como los 
ingresos en servicios, no contemplados por la Ley del ISR y los señalados en el artículo 90 cuarto párrafo.  

3.- Identificar los INGRESOS EXENTOS, percibidos por el contribuyente, en los términos del artículo 93 de la misma 
Ley, mismos por lo que, en su caso, la única obligación al respecto sería informarlos en la declaración.
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4.- Identificar y cumplir correctamente con las disposiciones fiscales, respecto al MOMENTO DE ACUMULACION, 
de los ingresos de las personas físicas, ya que, pudiera tratarse de algún depósito originado por ingresos, cuya 
acumulación, hubiera sido en ejercicio anteriores, por lo que, en éste, no tendría ya, causación fiscal.

5.- A partir del conocimiento del tipo de ingresos de la persona física, aplicar correctamente su RÉGIMEN FISCAL, 
como pudieran ser, casos especiales, como ingresos de pequeños contribuyentes (en los ejercicios que estuvo 
vigente este régimen fiscal), dividendos percibidos con acreditamientos fiscales, reembolsos de capital, o bien, 
enajenación de bienes, cuyo ingreso fiscal sería, en su caso, la ganancia y no el precio de venta.

6.- Con todo esto, deberá ser posible, acreditar los depósitos en las cuentas bancarias del contribuyente, que 
no aparecen en la declaración, en virtud de no tener consecuencia fiscal, o bien, por no encontrarse obligado 
a informarlos, por las diversas razones ya expuestas, y tener así, una CONCILIACION DE LOS ESTADOS DE 
CUENTA Y LA DECLARACION FISCAL.

7.- Resultará de vital importancia, contar con la DOCUMENTACION COMPROBATORIA idónea de todas las 
operaciones y depósitos en las cuentas bancarias en los términos expuestos con anterioridad.

   
III.- Implementación de un plan de Calidad Fiscal Individual

Una vez regularizada la situación fiscal del contribuyente, será recomendable, no volver a incurrir en irregularidades 
y riesgos fiscales futuros, por lo que, se sugiere el establecimiento de las siguientes medidas preventivas:

a) Establecimiento de POLITICAS DE FLUJO DE EFECTIVO sanas entre las personas físicas y sus empresas, tales 
como aportaciones de capital, dividendos, préstamos, etc. y por supuesto, con las entidades del sistema financiero.

b) Llevar, a pesar de no tener obligación, en lo sucesivo, un CONTROL O REGISTRO SIMPLIFICADO del origen de 
todos los depósitos en sus cuentas bancarias y, además, generar y conservar la documentación comprobatoria de 
las operaciones, a efecto de no dejar a la memoria, la explicación del origen de los depósitos, en el caso de futuras 
revisiones, por parte de las autoridades fiscales.

c) Llevar un CUMPLIMIENTO ESTRICTO DE LAS OBLIGACIONES FISCALES de la persona física, tanto formales, 
como de pago, y elaborar cada ejercicio, la conciliación entre los estados de cuenta bancarios y la declaración fiscal.

Finalmente, sé que la propuesta expuesta, no es de fácil implementación y, sobre todo, su seguimiento, ya que implica 
mucha disciplina, orden y sobre todo trabajo, aunado a que, tratándose de personas físicas, no estamos acostumbrados a 
hacerlo, como sí sucede tratándose de personas morales. Sin embrago, considero que estos procedimientos de fiscalización 
de las autoridades fiscales llegaron para quedarse, en virtud de la efectividad recaudatoria que esto representará para 
las mismas, sin dejar de señalar que, también vendrán con un incremento en los medios de defensa que seguramente 
ejercerán los contribuyentes. 
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1) INTRODUCCIÓN.

Hoy, el país está pasando por una situación de crisis como nunca había sucedido en los últimos años, la escases de flujo de 
efectivo será sin duda una preocupación del sector empresarial a resolver. La falta de apoyos económicos a las empresas 
por parte de la autoridad hacendaria, la pérdida de la confianza del inversionista, sectores económicos que han perdido su 
mercado, y en fin, un sinnúmero de actos, que generan un panorama incierto para el futuro de las empresas.

El presente artículo tiene el objeto de dar a conocer el procedimiento que consideramos es el adecuado para poder lograr 
un resultado positivo al trámite de la disminución del monto de los pagos provisionales del Impuesto Sobre la Renta para 
Personas Morales.

Los comentarios los fundo en las disposiciones aplicables en México, vigentes a la fecha del presente artículo, que pueden 
ser modificadas o derogadas en cualquier momento, de tal forma que pueden afectar la validez de mis comentarios.

2) ANTECEDENTES.

Sin duda, como ya lo señalé anteriormente, la situación actual es la idónea para que las empresas justifiquen el por qué 
solicitar la autorización para dejar de pagar los pagos provisionales del ISR. Dejar de pagar no significa dejar de cumplir con 
las obligaciones fiscales, si no, aplicar lo que la Ley del Impuesto Sobre la Renta contempla, y con esto destinar la liquidez 
del negocio para otros compromisos y sobrevivir en esta época tan difícil para todos.

Las empresas me han preguntado, que hacer respecto al pago provisional del Impuesto Sobre la Renta correspondiente 
a partir de marzo, ¿hay defensa para dejar de pagarlo?, ¿qué pasa si no lo pago?, ¿Qué riesgos corro si la autoridad 
ejerce facultades de revisión? Y tal parece que, dado todo lo que está pasando con la economía, uno desearía que las 
empresas generaran ingresos suficientes por lo menos para mantenerse, pero no, en la mayoría de los casos, no será 
así, y por lo tanto no van a causar el pago del tributo a cuenta del impuesto anual por que no habrá ingresos, y es incierto 
hasta que mes se empiecen a recuperar, por lo tanto es de suma importancia tener las herramientas legales para que las 
empresas, a partir del mes de julio del presente año, soliciten la disminución de los pagos provisionales de ISR, para lograr 
la autorización y pagar lo que cada negocio pueda acorde a su capacidad real contributiva actual.      

Ahora bien, aún y cuando la postura de las autoridades es no apoyar a las empresas, sería absurdo pensar en negarles la 
oportunidad de disminuir el pago del Impuesto Sobre la Renta a partir del mes julio, debido a las siguientes causas:

1.	 El coeficiente de utilidad para los pagos provisionales del ejercicio 2020, está en base a resultados de años pasados.
2.	 Los ingresos no son en base al flujo de efectivo y
3.	 A las utilidades que no son reales, porque son de años pasados también.

Estas situaciones ocasionan que los pagos provisionales de ISR a cuenta del impuesto anual que una persona moral está 
realizando, no corresponden a la realidad económica y financiera del ejercicio por el cual se están pagando, lo que puede 
originar pagos excesivos del ISR.

3) FUNDAMENTOS Y PROCEDIMIENTO DE LA DISMINUCIÓN DE LOS PAGOS PROVISIONALES DE ISR DE LAS 
PERSONAS MORALES.

El factor principal sin lugar a dudas que origina la determinación del cálculo de los pagos provisionales del ISR, es el 
coeficiente de utilidad, cuyos datos se obtienen del último ejercicio de 12 meses en que el contribuyente haya generado 
utilidad fiscal. Sin embargo, existe una excepción para aquellos casos en que el contribuyente inicia actividades, y es muy 
probable que su ejercicio sea inferior a 12 meses, por lo tanto, si en dicho ejercicio genera utilidad fiscal, existe solo la 
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obligación del siguiente año para calcular y enterar el pago provisional. Para ejemplificar lo anterior me permito poner el 
caso siguiente en el que el primer ejercicio es inferior a 12 meses:

El otro caso que es importante a considerar para el cálculo del coeficiente de utilidad es el referente a la vigencia de su 
aplicación, es decir, a los 5 años anteriores a aquel por el que se deban efectuar los pagos provisionales.

Una vez analizado el origen del coeficiente de utilidad que establece la fracción I del artículo 14 de la Ley del Impuesto 
Sobre la Renta, es necesario conocer las Reglas a considerar para el correcto trámite de la solicitud para la disminución de 
los pagos provisionales, las cuales transcribo a continuación:

Ley del Impuesto Sobre la Renta

Artículo 14. Los contribuyentes efectuarán pagos provisionales mensuales a cuenta del 
ejercicio…
…

Séptimo párrafo

Los contribuyentes, para determinar los pagos provisionales a que se refiere el presente artículo, 
estarán a lo siguiente:

a)…

b) Los contribuyentes que estimen que el coeficiente de utilidad que deben aplicar para 
determinar los pagos provisionales es superior al coeficiente de utilidad del ejercicio al que 
correspondan dichos pagos, podrán, a partir del segundo semestre del ejercicio, solicitar 
autorización para disminuir el monto de los que les correspondan. Cuando con motivo de la 
autorización para disminuir los pagos provisionales resulte que los mismos se hubieran cubierto 
en cantidad menor a la que les hubiera correspondido en los términos de este artículo de haber 
tomado los datos relativos al coeficiente de utilidad de la declaración del ejercicio en el cual se 
disminuyó el pago, se cubrirán recargos por la diferencia entre los pagos autorizados y los que 
les hubieran correspondido.
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Reglamento de la Ley del Impuesto Sobre la Renta

Artículo 14. Para efectos del artículo 14 , párrafo séptimo, inciso b) de la Ley, la solicitud de 
autorización para disminuir el monto de los pagos provisionales a partir del segundo semestre 
del ejercicio que corresponda, se presentará a la autoridad fiscal un mes antes de la fecha en 
la que se deba efectuar el entero del pago provisional que se solicite disminuir. Cuando sean 
varios los pagos provisionales cuya disminución se solicite, dicha solicitud se deberá presentar 
un mes antes de la fecha en la que se deba enterar el primero de ellos.

Las Reglas anteriores nos señalan las bases que los contribuyentes deben seguir para cumplir los requisitos. Por lo tanto, 
podrán solicitar la disminución de los pagos provisionales a partir de julio o de cualquiera de los siguientes meses, para 
ello, deberá presentar:

•	 La forma oficial 34 “Solicitud de autorización para disminuir el monto de pagos provisionales”. 

•	 Presentarla a través del Buzón Tributario

•	 Mediante escrito libre, ante la oficina del SAT. Regla 1.6. en relación con la Regla 2.2.6 de la Resolución Miscelánea 
Fiscal 2020.

Estos requisitos se dieron a conocer en la Ficha Técnica de Trámites Nº 29/ISR en el Anexo 1-A de la Resolución Miscelánea 
Fiscal 2020 la cual fue publicada en el Diario Oficial de la Federación del 28 de diciembre del 2019.

Los plazos para presentación de la solicitud, será un mes antes de la fecha en la que deba efectuar el entero provisional 
que se solicite disminución de conformidad con el artículo 14 del Reglamento del Impuesto Sobre la Renta ya transcrito 
anteriormente.

La respuesta de la autoridad a la solicitud, según lo indica el Anexo 1 de la Resolución Miscelánea Fiscal 2020, se dará en 
un máximo de 3 meses, emitiendo para ello resolución de autorización en la que permite que el contribuyente efectúe los 
pagos provisionales disminuidos; no obstante, sabemos que en la práctica la autoridad fiscal no emite esta resolución por 
lo que el contribuyente desconoce si dicha solicitud fue aceptada.

Por otra parte, la autoridad fiscal podría emitir oficio de rechazo a dicha solicitud, para lo cual hay que considerar que ésta 
tendría que estar debidamente fundada y motivada con base en el artículo 38 del Código Fiscal de la Federación.

En el supuesto en el que al finalizar el ejercicio los pagos provisionales que se hubieran efectuado, considerando la 
autorización de disminución, hubieran sido menores que los pagos provisionales determinados con el coeficiente de 
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utilidad del ejercicio por el que se solicitó la disminución, la persona moral tendrá que pagar recargos por la diferencia entre 
los pagos autorizados y los que le hubieran correspondido. En este punto cabe aclarar que la LISR no precisa el periodo 
de pago de recargos, por lo que podría pensarse en presentar declaraciones de pagos provisionales complementarios 
con la finalidad de enterar al fisco dichos recargos, sin embargo, y considerando que los pagos provisionales se realizan 
únicamente a cuenta del ISR anual, hay que considerar la posibilidad de que se enteren en la declaración anual del 
ejercicio que se presenta a mas tardar en marzo del siguiente año.

4) CONCLUSIÓN.

a) Dada la situación hoy en día en el país a raíz de la pandemia de enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID 19), 
es muy sencillo explicar las causas que originan la solicitud de disminución de los pagos provisionales, ya que la baja 
de ingresos en las empresas, comparados con los de ejercicios anteriores van a ser sin lugar a dudas inferiores. Por lo 
que la autorización esperamos sea favorable a los contribuyentes.
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La economía global en el siglo XXI ya enfrentó una crisis importante en el año 2008. En esa ocasión, la crisis se originó en 
el sector inmobiliario en los Estados Unidos de América y posteriormente afectó a los mercados financieros internacionales, 
situación que cuestionó la validez de las normas de información financiera emitidas por los principales órganos emisores 
de normatividad contable. Para atender esa crisis en lo referente a las normas de información financiera, el G-20, solicitó a 
los organismos a cargo de la normatividad internacional, la emisión de normas contables que permitieran a las entidades, 
poder reconocer en su información financiera los efectos económicos derivados de dicha crisis.
  
En ese mismo año el Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad y el Consejo de Normas de Contabilidad 
Financiera de los Estados Unidos de América (IASB y FASB, por sus siglas en inglés, respectivamente) asumieron el 
compromiso de mejorar la confianza en la información financiera preparada para los mercados de capitales y encaminar 
esfuerzos por mantener normas contables de alta calidad además de acelerar la convergencia normativa internacional.
 
Frente a la situación actual que la economía global está enfrentando por la pandemia del nuevo coronavirus (COVID-19), 
la cual fue declarada por la Organización Mundial de la Salud el 1º de marzo de 2020, y la emergencia sanitaria publicada 
por el Gobierno Mexicano el 30 de marzo de 2020 en el Diario Oficial de la Federación, surge la pregunta sí la normatividad 
contable actual a nivel internacional y la mexicana permitirán a las empresas reconocer los efectos, que en su información 
financiera, puede tener la situación actual y futura por la pandemia del COVID-19.

La respuesta es favorable en este caso. Tanto las Normas Internacionales de Información Financiera (IFRS, por sus siglas 
en inglés) como las Normas de Información Financiera Mexicanas (NIF) establecen las normas de valuación, presentación 
y revelación que tendrían que realizar las empresas en sus estados financieros de 2019 y 2020 para reconocer y revelar 
los posibles impactos por la pandemia del COVID-19.
  
Los efectos de COVID-19 en la actividad económica en México ya están ocurriendo y están afectando los diversos 
aspectos de las entidades comerciales. En algunos sectores industriales, debido a sus operaciones, los efectos se están 
produciendo de forma inmediata, mientras que para otros, los efectos serán inminentes, situaciones que también afectarán 
la información financiera de las entidades. 

En este sentido, el Centro de Investigación y Desarrollo (CID) del CINIF ha estado vigilando los distintos documentos 
publicados por los diversos interesados en la información financiera, y a través del Reporte Técnico 48, publicado a inicios 
de abril de este año, presenta un resumen de las principales consideraciones contables.

El documento en cuestión presenta de forma muy precisa algunas consideraciones que los preparadores de la información 
financiera deben hacer con respecto a los propios estados financieros del año 2019, así como los que las entidades 
prepararán a lo largo del (o al concluir el) año 2020.

IMPACTO EN LOS ESTADOS FINANCIEROS DE 2019

Con respecto al año 2019, el CINIF hace dos consideraciones principales:

La primera tiene que ver con los requerimientos de la NIF B-13, Hechos posteriores a la fecha de los estados financieros. 
Dicha norma establece que, a la fecha de los estados financieros, se pueden identificar hechos posteriores que:
 
•	 Requieren ajuste y revelación; o 
•	 Sólo requieren revelación.

En este sentido, en opinión del CINIF, los acontecimientos disruptivos ocurridos a partir de enero de 2020 son hechos 
posteriores a la fecha de los estados financieros de 2019 que sólo requieren revelación y no ajuste en estos estados 
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financieros, por lo que se debe analizar qué información es necesario revelar en los estados financieros del cierre de 2019 
sobre los eventos que, como consecuencia de la evolución de la pandemia, hayan ocurrido entre la fecha de cierre y la 
fecha de emisión de dichos estados financieros y sobre aquellos impactos que los efectos de la pandemia podrían tener en 
el valor contable futuro de los activos y pasivos. 

Por lo tanto, en los estados financieros al 31 de diciembre de 2019, las entidades deberán revelar la naturaleza del hecho y 
una estimación de sus impactos en los estados financieros o, en su caso, una declaración sobre la imposibilidad de realizar 
dicha estimación.

La segunda consideración tiene que ver con el postulado de negocio en marcha descrito en la NIF A-2, Postulados básicos. 
La propia NIF B-13 también establece que una entidad no debe preparar sus estados financieros sobre la base de negocio 
en marcha si hechos posteriores a la fecha de los mismos indican que esa base ya no es apropiada. Por lo tanto, si a 
la fecha en que son autorizados para su emisión los estados financieros del ejercicio de 2019, la administración, como 
consecuencia de la pandemia, visualiza que en el periodo futuro (al menos por los doce meses siguientes a partir de dicha 
fecha), la entidad podría cesar sus operaciones, será necesario que la administración evalúe si es apropiado preparar los 
estados financieros bajo el supuesto de negocio en marcha.

En seguimiento a lo anterior, la NIF A-6, Reconocimiento y valuación, establece que cuando no se cumple con el postulado 
básico de negocio en marcha, al encontrarse la entidad sin la presunción de existencia permanente, deben utilizarse 
valores estimados de realización o liquidación, ya sea de la totalidad de activos netos o en una porción importante de los 
mismos, según sea el caso.

El propio Reporte Técnico 48 hace mención a ciertos impactos esperados que se derivan o derivarán del evento del 
COVID-19, como son: 

•	 Cortes en la cadena de suministros que provoquen interrupciones en la producción;
•	 Reducción de las ventas, de las ganancias o de la productividad; 
•	 Atrasos en la cobranza de la cartera; 
•	 Reducción o aumento en los precios de mercado de los bienes genéricos; 
•	 Cierre temporal o permanente de instalaciones y puntos de venta; 
•	 Reducción en la disponibilidad del personal; 
•	 Aplazamiento o cancelación de mejoras en sus instalaciones o en la expansión planeada; Problemas de liquidez; 
•	 Dificultades para obtener financiamiento; 
•	 Mayor volatilidad en los valores de instrumentos financieros, entre otros.

IMPACTO EN LOS ESTADOS FINANCIEROS DE 2020

Conforme transcurra el año 2020, mayor información sobre la dimensión y el impacto económico del COVID-19 se irá 
materializando y, por ende, la evaluación oportuna de dichos impactos se volverá crítica. Existen posibilidades de que la 
pandemia represente un evento que provoque ajustes a diversos rubros de los estados financieros a fechas intermedias 
de 2020. Es decir, a estas alturas ya se puede concluir que los impactos en la información financiera son (o serán) de 
naturaleza penetrante ya que, no se limitan a un rubro específico de los estados financieros.

Por lo tanto, las entidades deberán evaluar todos los rubros de los estados financieros que implican la aplicación de juicio 
profesional y que están sujetos a incertidumbre. Algunos de los temas que el Reporte Técnico 48 establece que requieren 
especial atención incluyen:
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En cada uno de estos temas, pueden existir indicios de deterioro de activos o de insuficiencia de pasivos que requieran 
ajustes para reducir el valor de los activos o incrementar el importe de los pasivos (o el reconocimiento de pasivos totalmente 
nuevos).

El documento comenta a detalle los temas anteriores, mencionando el requerimiento de reconocimiento o valuación 
requerido por cada Norma aplicable además del énfasis en el riesgo incrementado en cada asunto contable derivado de 
la pandemia. De igual forma, hace algunas consideraciones relacionadas con asuntos de presentación en los estados 
financieros (partidas que erróneamente se pueden desear presentar como gastos extraordinarios o inusuales fuera de la 
operación) además de algunos asuntos de revelación (supuestos claves utilizados en la determinación de las estimaciones 
contables que implican incertidumbre, requeridos por la NIF A-7, Presentación y revelación).
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Existen Organismos internacionales como la Organización de Naciones Unidas - ONU, Grupo de Acción financiera 
Internacional - GAFI, entre otras, que están trabajando fuertemente a nivel mundial en la lucha contra operaciones criminales, 
como el lavado de dinero, financiamiento al terrorismo. Esto ha implicado que los gobiernos de los países integrantes, 
para fortalecer dicha lucha, estén implementado dentro de sus sistemas jurídicos nuevas legislaciones para supervisar 
su cumplimiento y llevando a cabo intercambio de información atendiendo recomendaciones de dichos organismos. En 
México, por ejemplo, el sistema financiero cuenta con una madurez importante en este sentido, y poco a poco se está 
fortaleciendo en los demás sectores sujetos obligados.

En el marco del combate al delito de lavado de dinero, el Estado ha impuesto al sistema financiero y a los sectores 
clasificados como actividades vulnerables, la obligación de reportar operaciones sospechosas. Estas tareas que en 
principio corresponden al Estado, se la ha desplazado a los particulares. Por ejemplo, dentro del marco legislativo de Chile, 
en la Ley 20393 prevención de delitos, la persona jurídica tiene un deber de cumplimiento de evitar que en el seno de ella 
se cometan toda clase de delitos.

Dentro del seno de estas entidades que se encuentran obligadas a prevenir e informar operaciones sospechosas, se ha 
creado la función o cargo que se ha denominado Oficial de Cumplimiento (Compliance Officer en inglés). Esta función tiene 
dentro de sus competencias una fuerte responsabilidades legal y penal.

El Oficial de Cumplimiento o Profesional Legal así llamado en otros países, no solo debe cumplir con la obligación de 
reportar operaciones y actividades sospechosas a la Unidad de Inteligencia Financiera, sino también es el responsable del 
cumplimiento interno de la política global de la entidad, así como también de la materia de cumplimiento que le corresponda. 
En resumen, es el encargado de que la entidad cumpla tanto como con las normas internas, como con las normas externas 
aplicables. 

Dentro de cada entidad, esta posición es clave, ya que debe hacer todo lo que este a su alcance para evitar que la entidad 
sea utilizada como medios para insertar recursos cuyo origen es ilícito. La responsabilidad del oficial de cumplimiento 
es aplicar las políticas y procedimientos adecuados y suficientes para garantizar que las actividades y negocios operen 
conforme a la normativa vigente y a las políticas y procedimientos internos, promoviendo una cultura de cumplimiento entre 
sus empleados, directivos y agentes vinculados.

De lo anterior surgen las interrogantes sobre ¿cuál es su alcance?, ¿qué normas debe implementar y cumplir?, ¿se 
entiende que debe conocer y aplicar todo el abanico obligacional establecido por instrumentos internacionales, leyes, 
reglamentos locales?, entre otras muchas preguntas que surgen y a las que se debe dar respuesta.

Responsabilidad Penal del Oficial de Cumplimiento

El oficial de cumplimiento solo podrá ser garante (posición de garantía) por delegación, la cual habrá de proceder de un 
delegante que sea garante (en este caso el dueño de la entidad). Esta debe asumirse siempre libremente del quien la 
delega y de quien la tiene originalmente. 

La delegación produce dos efectos, no sólo el más evidente de generar un deber de seguridad nuevo en el delegado 
que la acepta, sino también el de transformar el contenido del deber de seguridad del delegante. Delegar una tarea no 
es transmitirla sin más como si de una compraventa se tratara, pasa a ser sólo controlada por quien tiene menos medios 
para hacerlo y una capacidad limitada para solicitarlos; esto hace que el dueño ya se siente relevantemente aliviado por 
la pérdida de intensidad de su obligación de control. Es una transmisión de un deber de control y un deber de supervisión 
(vigilancia), sobre un ámbito de riesgo que corresponde al delegante y del que éste sigue disfrutando y beneficiándose 
como propio (cotitularidad de custodia).
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Para que esta delegación sea adecuada, debe cumplir los requisitos de autonomía. Un delegante (delegación) libre y un 
asumente (asunción) libre, selección adecuada del delegado y dotación de necesario dominio para el cumplimiento del 
deber, este último punto se refiere a la influencia material o capacidad financiera, a la dirección personal o facultades de 
paralización de la actividad peligrosa, a recibir la formación e información necesaria para observar la función que de él 
se pretende y que se referirán a los procesos de riesgo que puedan surgir en el ámbito delegado y a los medios para su 
control.

El oficial de cumplimiento tendría responsabilidad penal si incumple su labor de supervisión ya sea por dolo u omisión, al 
no identificar riesgos y por la no investigación de un delito cometido.

La labor que debe desarrollar el Oficial de Cumplimiento dentro de las entidades 

Según lo señalado por el Instituto Oficiales de Cumplimiento – IOC (España), la función del Oficial de Cumplimiento podría 
definirse como una función central del sistema de gobierno dentro de una entidad, ya que realiza de forma independiente y 
objetiva actividades de aseguramiento. Identifica, analiza y responde a factores de riesgo, para controlar posibles eventos 
futuro, ayudar a fomentar una cultura de cumplimiento conforme a los valores éticos de las organizaciones (políticas 
propias o de Código Ética y buenas practicas sectoriales) y así mejorar el valor de la entidad. 

Como se mencionó en el apartado anterior de Responsabilidad Penal del Oficial de Cumplimiento, el Oficial de Cumplimiento 
asume sus responsabilidades por medio de una delegación por parte del delegante el dueño de la entidad, con el apoyo del 
Órgano de Administración a quien se le asigna la responsabilidad de la creación de la Función de Cumplimiento, así mismo 
delimitar sus responsabilidades a través de un Estatuto, definir claramente su los objetivos, estatus y responsabilidades, 
las expectativas que se esperan de su actividad, las líneas jerárquicas, funcionales y administrativas, el nivel de autoridad 
necesario para la adecuada realización de sus  tareas para cumplir con los objetivos y las responsabilidades acordadas.

Hablando de independencia y objetividad, características principales del Oficial de Cumplimiento, su posición dentro de la 
estructura de la entidad deberá garantizar el acceso directo a la Dirección y al Órgano de Administración.

La Función de Oficial de Cumplimiento se constituye con el fin de proporcionar seguridad razonable sobre la adecuada 
gestión del riesgo de cumplimiento, por lo que debe comprender los procesos y procedimientos de la entidad, de manera 
que pueda integrar el desarrollo de estos con las obligaciones en materia de cumplimiento normativo, debiendo coordinar 
sus actividades con la primera línea de defensa, esto es, con las áreas responsables de los procesos de negocio, que son 
los dueños de controles que deben implementar y que minimizan dicha exposición. Así mismo, debe tener relación con 
otras funciones transversales de la segunda línea de defensa, y con la Función de Auditoría Interna como tercera línea de 
defensa.

Principios básicos de la función de cumplimiento

Para el desempeño del trabajo de aseguramiento y su actuación en el ejercicio de sus responsabilidades, el Oficial de 
cumplimiento de cumplir con principios básicos:

•	 Independencia operativa: Gestionar de manera libre de cualquier influencia, el control y aplicación de las normas, 
reportando de manera directa al órgano de la estructura definido para esa función.

•	 Autoridad y estatus suficientes: Su jerarquía debe estar bien definida y vinculada al Órgano de Administración, así 
mismo debe estar autorizado para revisar y evaluar los controles y procedimientos establecidos en cualquier área o 
función dentro de la entidad, deberá poder tener acceso a cualquier información y documentación.
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•	 Aptitud y honorabilidad: Sobra decir que además de la experiencia, deberá contar con la cualificación moral necesaria 
para el desarrollo estricto de su actividad. Intachable y persona honorable en todo el sentido de lo que esto implica.

•	 Objetividad: debe desempeñar su trabajo con honesta confianza relativo al objeto mismo de su trabajo, con 
independencia de la propia manera de pensar o de sentir que pueda tener cualquier sujeto que lo observe o lo 
considere, sin comprometer su calidad en su trabajo. Que no exista algún evento que pueda subordinar su juicio sobre 
sus actuaciones al de otras personas.

•	 Recursos: La entidad debe proporcionarle todos los recursos que necesite para el ejercicio de su actividad y el 
cumplimiento de su mandato. Se deberán implementar sistemas que le generen las alertas necesarias de acuerdo con 
la naturaleza, el volumen y la complejidad de las operaciones. Además, deberá contar con el acceso a aquellas listas 
y bases de datos que le permitan detectar y evitar relaciones con personas y/o empresas de dudosa procedencia. La 
organización deberá asignarles un presupuesto acorde a sus requerimientos.

•	 Comunicación, formación y concienciación: Debe tener la capacidad de concientizar sobre los riesgos que afronta la 
entidad a través de programas regulares de comunicación y capacitación.

•	 Función de cumplimiento: Debe hacer un análisis de los riesgos legales, los cuales implican posibles sanciones que 
pudieran incidir en gastos y pérdidas financieras o pérdidas de reputación que puedan derivarse del incumplimiento 
de las leyes y demás regulación, de las políticas y estándares internos y externos o de requerimientos administrativos 
aplicables a la actividad desarrollada.

Ámbito de actuación, la entidad debe definir la delimitación del ámbito sobre el cual ha de desplegar sus actuaciones de 
verificación, primero abordar la verificación del cumplimiento normativo de la entidad a partir de una aproximación basada 
en riesgos, y segundo adaptar las estructuras organizativas de cumplimiento a la realidad concreta de la entidad.

Materias de aplicación:

Los deberes del Oficial de Cumplimiento son un tema de controversia, sin entrar en discusión y solo a manera de ejemplo 
mencionaremos las principales materias que pueden ser integradas dentro de la función de Cumplimiento,  su integración 
debe depender del resultado del análisis de  la estructura de la entidad, del análisis basado en riesgos: Integridad 
corporativa (código de ética y de conducta, anticorrupción, conflictos de interés, cohecho responsabilidad penal de las 
personas jurídicas, fraude), protección de datos y seguridad de la información, prevención del delito financiero de lavado 
de dinero y financiación del terrorismo, la conducta en el mercado (competencia económica sana, transparencia, protección 
de consumidores y usuarios,  buenas prácticas)

Conclusión:

Existe una tendencia mundial donde el oficial de cumplimiento va tomando fuerza dentro de las entidades, esto muestra 
que la autorregulación en materia de combate al crimen desde el interior de las empresas marca una nueva pauta de hacer 
negocios.

El oficial de cumplimiento cuenta con una responsabilidad importante de prevención, siendo su actividad principal el identificar 
y minimizar los riesgos, por lo que debe gozar de autonomía financiera y funcional para lograr controlar actividades que le 
son asignadas en el marco de sus funciones.

El oficial de cumplimiento es el nuevo escudo que blinda de riesgos inherentes a su actividad, que en conjunción con la 
entidad deberán afrontar para protegerse (integridad legal) de negociaciones ilícitas y relaciones no deseadas.
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El hecho de que en México exista una pandemia, no elimina los riesgos de operaciones criminales, en contrario, es un 
elemento más a incluir en el Enfoque Basado en Riesgos para determinar qué tan expuesto está un modelo de negocio 
para ser utilizado por el crimen organizado. 

La Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), emitieron un documento 
donde explican las nuevas amenazas y vulnerabilidades derivadas de la contingencia sanitaria de carácter mundial del 
COVID-19 y en espera de que los sujetos supervisados implementen medidas para prevenir y detectar los actos, omisiones 
u operaciones que pudieran favorecer, presta ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión de 
los delitos de Lavado de dinero y Financiamiento al Terrorismo (LD/FT). Dichas vulnerabilidades son fraudes financieros 
y estafas de explotación, incluida la publicidad y el tráfico de medicamentos falsificados, delitos informáticos, cambios 
en el comportamiento financiero, corrupción, volatilidad del sistema financiero, financiamiento al terrorismo, operaciones 
relacionadas con organizaciones u operaciones sin fines de lucro que en esta temporada se han incrementado y que 
cualquier entidad o persona física tiene el riesgo de ser utilizado.

Pero el hecho de ser un documento que remite la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
- ¿Será suficiente para que sujetos supervisados por el Sistema de Administración Tributaria (SAT) no deban observar 
estas medidas? - ¿no se debe suponer que los sistemas de cumplimiento buscan coadyuvar a la lucha contra operaciones 
criminales? - ¿dónde está el objeto esencial de las disposiciones para sujetos obligados, es cumplir o es implementar 
eficientemente con respecto al riesgo inherente de cada negocio? - ¿las 40 Recomendaciones del Grupo de Acción 
financiera Internacional GAFI, son sólo para cumplir, o realmente para colaborar en medidas eficientes contar el blanqueo 
de capitales? - ¿Es legislación para Prevención de Lavado de Dinero y para todo lo que la definición implica en cada etapa 
de prevención?  

El panorama de legislación internacional para México es amplio, es decir, existen instrumentos internacionales en materia 
de prevención de lavado de dinero y financiamiento al terrorismo, tal como: 

1.	 Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y sustancias Sicotrópicas de 1988, 
2.	 Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional de 2000, 
3.	 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de 2003, 
4.	 Convenio Internacional para la represión de la Financiación del Terrorismo de 1999,
5.	 Convención Interamericana contra el Terrorismo de 2002 

México ha firmado y ratificado todas las anteriores, por ello que se debe atender y cumplir como país integrante y colaborar 
en la lucha contra estos delitos, la lucha es fortalecida por la legislación, aplicación de dicha legislación, supervisión 
e intercambio de información, y de forma específica atender las Recomendaciones del Grupo de Acción Financiera 
Internacional sobre el Blanqueo de Capitales (GAFI), dichas recomendaciones hoy en día tiene una madurez importante 
en el sistema financiero mexicano, tanto para la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), como organismo 
supervisor y para todos los sujetos obligados. 

El GAFI tiene como mandato fijar estándares y promover la efectiva implementación de medidas legales, regulatorias 
y operativas para combatir el lavado de dinero, el financiamiento al terrorismo y otras amenazas relacionadas con la 
integridad del sistema financiero internacional ha dejado ver a México en la cuarta ronda de evaluación mutua publicada 
en enero de 2018, que México tarda mucho tiempo en la implementación de una ley, esto refiriéndose a las Actividades 
y Profesiones no Financieras Designadas (APNFD) conocidas también como Actividades Vulnerables (AV), entre otras 
observaciones de aplicación y supervisión no menos importantes.

Para comprender por qué el GAFI menciona que México tarda mucho en la aplicación de la Ley Federal para la Prevención 
e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita (LFPIORPI) se presenta una línea del tiempo:
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Es preocupante ver que una ley de carácter estricto, penal y extraterritorial no está siendo atendida correctamente tanto 
por autoridades como por sujetos obligados; específicamente AV respecto de la LFPIORPI. Es preocupante por un lado 
que datos estimados de diversas fuentes, que México ocupa un tercer lugar en Lavado de Dinero en el Mundo, que las 
cifras estimadas de diversos organismos internacionales es cerca de 500 mil millones de dólares al año en Lavado de 
Dinero, equivalentes al PIB de 49 países sub desarrollados; cifras alarmantes como para olvidar la correcta aplicación de 
la ley y olvidar la Reforma a las Disposiciones que regula a las AV pendiente desde hace dos años, y que se espera se 
publiquen solo para cumplir con las recomendaciones del GAFI a México en el 2016, más que por una lucha para prevenir 
las operaciones sospechosas.

A continuación, se muestra un resumen de hallazgos encontrados en la cuarta ronda de Evaluación Mutua realizada a México 
que preocupan en el sistema de la inteligencia financiera, la investigación, la acción penal, la condena y las sanciones y que 
funcionen de forma coherente, y que no enumeran o describen los resultados positivos de dicha evaluación, es decir nos 
centraremos en los puntos que deben atenderse por autoridades en México y las disposiciones para las APNFD:
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Pareciera que México tendría mucho trabajo por realizar desde dicha evaluación por el periodo de 2013 a 2016 y publicada 
en Enero de 2018 por el GAFI, sobre todo en relación a dos ejes medulares en el sistema de cumplimiento: Primera, la 
eficacia de estructura jurídica que permita la adecuada investigación y proceso sancionatorio de forma efectiva y segunda  
la reforma de disposiciones claras que no den lugar a aplicaciones ambiguas o de conciencia incorrecta en el sector de 
APNFD, y que sean utilizados como una herramienta de salida para no aplicar las medidas correspondientes y ponga en 
riesgo la información necesaria y oportuna hacia las autoridades.

Si bien algunos de los puntos que se mencionan en el reporte de la evaluación mutua del GAFI son específicos, las 
autoridades regulatorias en México, en este sentido la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) deberán atender 
de forma proactiva una Reforma a las Ley Federal para Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita y su normatividad secundaria, así como al SAT una aplicación más proactiva en la concientización, 
capacitación, guías, y procedimientos de supervisión eficaces a dichas entidades en periodos más cortos.

No es la intención pretenciosa de este documento detonar investigaciones y sanciones, es punto prioritario llamar la 
atención sobre la adecuada aplicación de disposiciones que permitan ser más eficientes a los sujetos obligados para 
prevenir las operaciones vinculadas con lavado de dinero o financiamiento al terrorismo, y que la madurez del sistema en 
México por fin muestre estadísticas positivas que reviertan la mala reputación y calificación como país que pueda ayudar 
a un crecimiento económico más sólido.

Posibles cambios a las Disposiciones en materia de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de 
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita (LFPIORPI)

Pareciera que es un escrito de historia sobre la regulación en materia a sujetos obligados y supervisados por el SAT, 
específicamente las APNFD que en México son conocidas como AV, sin embargo, no lo es, es la realidad de implementación 
de una ley de orden prioritario para la estructura jurídica mexicana y de combate al LA/FT en su ámbito nacional y de 
cooperación internacional.

Es por ello que este documento se remite a una evaluación realizada a México hace ya cuatro años, en donde se han 
observado varios cambios estructurales que atienden los hallazgos mencionados por el órgano internacional GAFI y 
sin afán de ser específicos podemos mencionar algunos como el Fiscal Independiente, la Ley de Extinción de Dominio, 
Sistema Nacional Anticorrupción, Cambios en la Ley de Procedimientos Penales inclusive la misma constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, la creación de la Guardia Nacional  entre otros. No es menester mencionar que no es del 
todo debido al cambio de gobierno que hemos vivido, sino a responsabilidades como país ante acuerdos internacionales 
en los cuales participa México y que con independencia de estandartes políticos deben atenderse. 
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Pero quisiera mencionar que la atención a los cambios necesarios no sea por cumplimiento, sino por compromiso de 
combatir realmente el LD/FT sin escucharse como un fin ideológico. Quisiera que el lector pueda centrarse en una 
perspectiva de utilidad y proactividad de aplicación en su empresa o modelo de negocio, y que pueda coadyuvar con un fin 
real de prevención y que provea a las autoridades información suficiente y oportuna para las investigaciones y que esto nos 
lleve a ser un mejor país y dejar de ser un país con altos índices de lavado de dinero, corrupción, y evasión fiscal.

Con fechas 2 de octubre y 20 de noviembre de 2018, la Senadora Minerva Hernández Ramos, del Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional, presentó sendas iniciativas con proyectos de decreto que reforman y adicionan diversos artículos 
de la LFPIORPI, así como de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública (LGSNSS). Ambas iniciativas se 
turnaron a las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislativos.

Asimismo, con fecha 7 de febrero de 2019, el Senador de la República Ricardo Monreal Ávila, integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Morena, presentó la iniciativa con proyecto de decreto que reforman y adicionan diversos artículos 
de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita también turnado 
a las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislativos.

Es de esperar que el proyecto de decreto incluya al menos las siguientes adiciones y cambios; sería un paso urgente en 
la adecuada aplicación de un sistema de prevención de operaciones con recurso de procedencia ilícita, sobre todo en la 
época adversa de una pandemia en donde algunos riesgos se exponen o incrementan de forma considerable como lo 
mencionamos al inicio de este boletín, dichas adiciones necesarias son:

1.	 Facultades a la Unidad de Inteligencia Financiera

i. Trasladar las facultades de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, excepto la creación de Leyes en materia
ii. Dotar de autonomía Técnica y de Gestión en las investigaciones tal cual hace referencia las 40 recomendaciones del 
GAFI, específicamente en la recomendación 30 Responsabilidades de autoridades de orden público e investigativas y 
recomendación 31 Facultades de las autoridades de orden público e investigativas 
iii. Facultad de coordinar con los tres órganos de gobierno para eficientar investigaciones y la comunicación 
interinstitucional 
iv. Establecer a nivel local Unidades de Inteligencia Patrimonial
v. Coordinar entre la Federación, los Estados, la Ciudad de México y los Municipios los mecanismos de recepción y 
análisis de información y las funciones de la Guardia Nacional
vi. Ejecutar la recuperación de activos provenientes de actividades ilícitas, que ya se cuenta con la Ley de Extinción de 
Dominio y en apego a la recomendación 38 Asistencia Legal Mutua: congelamiento y decomiso
vii. Incluir la prevención y combate a la Corrupción y sea el órgano competente de dichas investigaciones 

2.	 La Secretaria de Hacienda y Crédito Público

i. Podrá presentar denuncias ante el ministerio público de la Federación, así como a autoridades competentes en 
materia de corrupción e informar a la Procuraduría Fiscal de la Federación cuando exista probable comisión de un 
delito fiscal 
ii. Como medida precautoria podrá determinar la suspensión de manera temporal actividades del sujeto, en tanto no se 
subsane o resuelva el procedimiento 

3.	 Supervisión 

i. Auditor independiente que emita un informe de cumplimiento de forma obligatorio los 90 días naturales para remitir a 
la Secretaria y conservarlo mínimo 10 años, contemplando una posible sanción por incumplimiento de 2,000 a 10,000 
UMAS
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Considerando que los reportes no contienen información oportuna, y la supervisión del SAT ha sido limitada, la auditoria 
por parte de un Auditor independiente, sea interno o externo coadyuva a una mejor supervisión y mejorar la calidad de 
sistemas de cumplimiento implementados por los sujetos obligados 
ii. Incorporar el delito de financiamiento al terrorismo y poder sancionar a entidades jurídicas por dicho delito.
Incluye la modificación al artículo 11 Bis del Código Penal Federal y que tiene un impacto en la supervisión y desarrollo 
de mejor entendimiento sobre este delito a entidades del sector financiero 
iii. Incorporar sanciones de 1,000 a 3,000 días de multa y de 4 a 12 años de prisión a aquel que permita realizar 
cualquier conducta señaladas en las fracciones I y II del artículo 400 bis del código Penal Federal (operaciones con 
recursos de procedencia ilícita) y al que, sin haber participado en la comisión del delito, permita o preste su nombre, o 
la denominación o razón social de una persona moral. Cuando revele la identidad de quien haya aportado los recursos 
la pena podrá ser reducida hasta 2/3 partes.
iv. Identificación y seguimiento de Personas Políticamente Expuestas (PEP), seguimiento intensificado y reporte de 
operaciones sospechosas
v. Establecer requisitos para el alta y registro de entidades colegiadas
vi. Incorporar un Perfil Transaccional a los clientes de los sujetos obligados, así como reportes de operaciones que 
salgan de su Perfil Transaccional y emitir las reglas necesarias para su aplicación 
vii. Incorporar el Enfoque basado en Riesgos para identificar, analizar, entender y mitigar su nivel de Riesgo Inherente 
como sujetos obligados y emitir las reglas necesarias para su aplicación en cada Actividad Vulnerable

4. Mejoras a las disposiciones vigentes 

viii. Cambiar Beneficiario Controlador por Beneficiario Final
ix. Se define control con participación en el capital social del 50% cambia al 25%
x. Incorporar un capitulo completo de Organizaciones sin Fines de Lucro, y regular no solo la recepción, sino el destino 
de los recursos
Especificar las organizaciones y el tipo de operaciones, incluso Dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, locales, alcaldías y municipales proporcionarán información a la Secretaria, Partidos políticos, agrupaciones, 
coaliciones, precandidaturas, candidaturas independientes a través del INE y a petición de la UIF, Sindicatos a través 
de la Secretaria de Trabajo y Previsión Social u órgano equivalente información a la UIF, así como reguladores en 
materia energética
xi.	 En desarrollo inmobiliario especificar construcción de inmueble o fraccionamiento de lotes destinados a la venta o 
renta
Servicios de construcción debe considerar Actividades de construcción, así como la intermediación de la trasmisión 
de propiedad
Especificar la recepción de recursos que se destinen para llevar a cabo un desarrollo en sintonía con los formatos de 
avisos.
xii.	 Especificar “actos u operaciones celebradas con” notarios públicos y corredores públicos en vez de referirse 
únicamente a estos últimos en las fracciones XII inciso A y B del articulo 17 de la LFPRIORPI respectivamente
xiii.	Especificar en la fracción XVI del artículo 17 de la LFPRIORPI para fines de inversión no sólo de intercambio
xiv.	Especificar que, si no se establecen montos de identificación, todos los actos u operaciones serán considerados 
como actividad vulnerable sujetas al cumplimiento de la Ley 
xv.	 Especificar si se realizan operaciones con el mismo cliente o usuario que en lo individual alcancen el umbral de 
identificación y en un periodo de hasta 6 meses alcancen o superen los montos establecidos para Avisos, deberá darse 
Aviso correspondiente por dichos actos u operaciones al momento de realizar la última operación con la que se alcance 
el umbral de operación
xvi.	Modificar el articulo 18 de la LFPIORPI e incorporar el enfoque asado en Riesgos como una obligación, el contar 
con un Manual de Lineamientos en dicho artículo, la obligación de contar con informe de auditor independiente 
respecto al cumplimiento, desarrollar programas de capacitación obligatorios, y contar con sistemas automatizados 
para monitoreo de operaciones, perfil transaccional, acumulación de operaciones, seguimiento intensificado de PEP y 
clientes de alto riesgo.
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Tal vez el sistema automatizado pudiera emitirse reglas por cada Actividad Vulnerable
Que para el auditor independiente sea obligatorio la certificación en materia de Prevención de Lavado de Dinero, así 
como el responsable designado de cumplimiento de las actividades vulnerables, y que este último cuente con un poder 
para actos de administración y ambos reciban capacitación obligatoria de forma continua
xvii. Dar aviso de transmisión de acciones, tal como se ejecuta en los sujetos obligados en el sistema financiero
xviii. Que la comparecencia para atender desahogo de alguna diligencia pueda atenderse por apoderados o 
representantes legales para cuidar la confidencialidad del responsable de cumplimiento

Que el plazo de transitoriedad del proyecto de decreto considere un plazo de 6 a 9 meses, así como la emisión de reglas 
particulares sean emitidas de forma oportuna para implementación inmediata. 

Si bien el GAFI en su evaluación mutua establece un plazo de mejoras hasta el 2021, México debe considerar que la 
adversidad y las estadísticas históricas son urgentes de atender en prioridad, no por una evaluación mutua sino porque 
queremos ser un mejor país.

Conclusión

La supervisión de operaciones vulnerables a operaciones con recursos de procedencia ilícita o de financiamiento al 
terrorismo de forma eficiente, requiere disposiciones oportunas y homologadas al sector específico que regula, deben 
emitirse hoy en día de forma urgente, no para tener mayor inversión en los sistemas de cumplimiento, sino para tener 
mayor eficiencia y conciencia de la lucha contra las operaciones sospechosas. 

El olvido de la reforma a las disposiciones para AV es un factor de la aplicación laxa, envío de avisos deficiente y por 
tanto, una supervisión defectuosa. Es por ello, que como profesionistas en la materia es necesario enviar un mensaje 
fuerte a las autoridades para establecer que no pueden olvidar a las AV y mucho menos ahora que existen nuevos riesgos 
por la situación actual del COVID-19. Es indispensable no transmitir a los sujetos obligados que las AV no están siendo 
consideradas en su supervisión o que la autoridad sólo atenderá a las AV por mandatos internacionales y poder decir que 
México cumple, cuando lo que se pretende es para construir un mejor país y mostrar la eficiencia en la Prevención de 
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita. 
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La Ley General de Responsabilidades Administrativas, publicada en el DOF el 18 de julio de 2016,  es aplicable a los 
servidores públicos, a quienes se hayan desempeñado como servidores públicos, se ubiquen en los supuestos de la ley y 
los particulares vinculados con faltas administrativas graves.

Dentro de su ámbito de cumplimiento menciona tres instrumentos de rendición de cuentas:
•	 Sistema de Evolución Patrimonial
•	 Declaración patrimonial y de intereses
•	 Presentación de declaración fiscal

La obligatoriedad de la presentación de la declaración patrimonial y de intereses está establecida en los artículos 32 y 33 
de la mencionada ley y aplica para todos los servidores públicos del ámbito federal y empresas productivas del estado. 
Deberá presentarse en los siguientes plazos:

I.	 Declaración Inicial, dentro de los 60 días naturales siguientes a la toma de posesión con motivo del:
a) Ingreso al servicio público por primera vez
b) Reingreso al servicio público después de sesenta días naturales de la conclusión de su ultimo encargo 

II.	 Declaración de modificación patrimonial, durante el mes de mayo de cada año y
III.	 Declaración de conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión. 

Las declaraciones de situación patrimonial deberán ser presentadas a través de medios electrónicos, empleándose medios 
de identificación electrónica, tal como la CURP.          

En la declaración inicial y de conclusión del encargo, se manifestarán los bienes inmuebles, con la fecha y valor de 
adquisición. 

En las declaraciones de modificación patrimonial se manifestarán solo las modificaciones al patrimonio, con fecha y valor 
de adquisición. En todo caso, se indicará el medio por el que se hizo la adquisición. 

En el ámbito municipal se prevé que no cuenten con las tecnologías de la información para el debido cumplimiento, por lo 
que pueden emplearse formatos impresos. 

De acuerdo al nivel del encargo, el sistema habilita formatos de presentación correspondientes para niveles:

Formato a):

•	 Operativo (a) y homólogo (a)
•	 Enlace y homólogo (a)

Formato b):

•	 Jefe (a) de departamento y homólogo
•	 Subdirector (a) de área y homólogo (a)
•	 Director (a) de área y homólogo (a)
•	 Director (a) general adjunto (a) y homólogo (a)
•	 Director (a) general y homólogo (a)
•	 Titular de unidad u homólogo (a)
•	 Subsecretario (a) de estado u homólogo (a)
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•	 Secretario (a) de estado y homólogo (a)
•	 Presidente de la república

Los declarantes estarán obligados a proporcionar a las Secretarías y los órganos internos de control, la información que se 
requiera para verificar la evolución de su situación patrimonial, incluyendo la de sus cónyuges, concubinas o concubinarios 
y dependientes económicos.

Declaración de intereses

Se encuentran obligados a presentar declaración de intereses, todos los servidores públicos que deban presentar la 
declaración patrimonial en términos de la ley de la materia.

Las secretarías y los órganos de control se encargarán de que las declaraciones sean integradas al sistema de evolución 
patrimonial, de declaración de intereses y constancia de presentación de declaración fiscal. 

La declaración de intereses tendrá por objeto informar y determinar el conjunto de intereses de un servidor público a fin de 
delimitar cuando éstos entran en conflicto con su función. 

La declaración de intereses se debe presentar en los mismos plazos de la declaración patrimonial. 
Asimismo, el funcionario deberá presentar la declaración en cualquier momento en que considere que se puede actualizar 
un posible conflicto de interés. 

El gobierno federal tiene habilitada la plataforma DeclaraNet, para la presentación de la declaración patrimonial y de 
intereses en su sitio: https://declaranet.gob.mx/.  
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El 21 de abril de 2020, se publicó el COMUNICADO 038/2020 que recuerda a los altos funcionarios del gabinete que deben 
presentar su declaración con total transparencia.

Como medida de prevención ante el Covid-19, la Función Pública emitiría un Acuerdo en el DOF para que la declaración 
patrimonial y de intereses en la modalidad de modificación pueda presentarse desde el 1º de mayo y hasta el 31 de julio 
de 2020.

Este año el número de servidores públicos federales que debe declarar aumenta de cerca de 350 mil a más de un millón 
600 mil.

Ámbito estatal

En el estado de Jalisco, la ley afín para los servidores públicos estatales es la Ley de Responsabilidades Políticas y 
Administrativas del Estado de Jalisco, publicada el 26 de septiembre de 2017.

En su artículo 46, la ley menciona que la Ley General de Responsabilidades Administrativas es de observancia obligatoria 
en el estado de Jalisco y de carácter principal frente a las disposiciones locales. Los servidores públicos estatales y los 
particulares, están sujetos a lo dispuesto por la Ley federal en todas las materias que regula, entre otras las declaraciones 
de situación patrimonial y su evolución, las declaraciones de intereses y manifestación de posibles conflictos de interés, la 
obligación de presentar la constancia de presentación de declaración fiscal y sus disposiciones afines y complementarias.

El artículo 61 de la ley establece que las entidades públicas que fungen como patrones de los servidores públicos, deberán 
prestar las facilidades necesarias para que éstos presenten puntualmente sus declaraciones fiscal, patrimonial y de 
intereses.  

El estado de Jalisco tiene habilitado el sitio: https://ce.jalisco.gob.mx/servidores-publicos/declaraciones, para la 
presentación de las declaraciones patrimoniales en 2020.
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A la fecha de la elaboración de este artículo, la autoridad no ha publicado prórroga alguna para la presentación de la 
declaración por modificaciones, en el ámbito estatal. 

Conclusión

Las declaraciones patrimoniales y de intereses son un instrumento con el cual la Secretaría de la Función Pública y las 
autoridades competentes para aplicar las leyes mencionadas, buscan hacer cumplir a todos los servidores públicos la 
obligación legal y ética de informar su situación patrimonial y de conflicto de intereses para fortalecer los mecanismos de 
rendición de cuentas en los ámbitos  federal, estatal y municipal, en favor de la transparencia y combate a la corrupción.

Fuentes:

Ley General de Responsabilidades Administrativas
Ley de Responsabilidades Políticas y Administrativas del Estado de Jalisco
Sitio Declaranet 2020 https://declaranet.gob.mx/
Sitio Sepifape 2020 https://ce.jalisco.gob.mx/servidores-publicos/declaraciones
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SINOPSIS
De conformidad con el Artículo 1 de dicha Ley, se crea el Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los Trabajadores, 
como un organismo público descentralizado de interés social, con personalidad jurídica y patrimonio propio, así como con 
autosuficiencia presupuestal y sectorizado en la Secretaría del Trabajo y Previsión Social.

INICIOS
 El Instituto se creó por Decreto Presidencial el 2 de mayo de 1974 bajo la presidencia de Luis Echeverría Álvarez, como 
respuesta del Gobierno Federal a las demandas por parte de los trabajadores a través del Congreso con el sentido de 
apoyar a la clase obrera de menor ingreso, con el fin de mejorar su patrimonio.

FUNCIÓN
Apoyar a los trabajadores a través de financiamientos para adquirir bienes y servicios para el bienestar del acreditado y su 
familia. Mediante Empresas afiliadas al Instituto con la facilidad de pagar por medio de su nómina con la oportunidad de 
obtener créditos con tasas e intereses competitivos.

CAMBIOS
El 24 de abril de 2006 bajo la presidencia de Vicente Fox, El instituto Fonacot abandono su figura de Fideicomiso, 
convirtiéndose desde entonces en una Institución tripartita, esto quiere decir que funciona través del Consejo Administrativo 
del sector Obrero, el sector Empresarial y el Gobierno Federal.

CENTRO DE TRABAJO
El Centro de Trabajo es la empresa (Personas Morales, Físicas y Sector Público) vinculo para pagar crédito obtenido en 
FONACOT.

REQUISITOS PARA SER CENTRO DE TRABAJO
•	 Registro Patronal
•	 RFC del Centro de Trabajo
•	 e.firma del Centro de Trabajo (archivos .cer, .key y contraseña)
•	 e.firma del Representante Legal (archivos .cer, .key y contraseña)

CLIENTES
El Cliente es el (Trabajador) que acude directamente a FONACOT para solicitar su crédito según su necesidades, puede 
adquirir créditos para un coche, pagar viajes, servicios notariales, remodelar su casa, servicios de salud, entre otros.

CRÉDITOS
 
Crédito en efectivo: 
Se otorga para todos los gastos relacionados con su patrimonio (casa, muebles, autos, servicios notariales)
 
Crédito Mujer efectivo:
Se otorga especialmente a las mujeres embarazadas para solventar sus gastos médicos.
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Crédito a Damnificados:
Este crédito se otorga con mayores facilidades a personas que sufrieron pérdidas a causa de desastres naturales.
 
Viajemos todos por México:
Crédito que se otorga con la finalidad de viajar dentro del país, el Instituto cuenta con una lista de paquetes y opciones 
para conocer el país.

SEGURO
El seguro de crédito FONACOT te da grandes beneficios:
•	 Pago hasta de 6 mensualidades del crédito en caso de pérdida de empleo por cualquier causa.
•	 Deuda cancelada en caso de fallecimiento.
•	 Deuda cancelada en caso de incapacidadad o invalidez total y permanente. 
•	 Tranquilidad y seguridad económica.

INVERSIÓN
Tiene como objeto atender el compromiso del Instituto ante los inversionistas, analistas y agencias calificadoras, mediante 
la divulgación de la información financiera y operativa de manera clara y oportuna.

PLAN DE ALIVIO 
Actualmente por la Pandemia COVID-19 el Instituto presenta la siguiente ayuda:

FUENTE
https://www.fonacot.gob.mx/Paginas/default.aspx



El protocolo familiar: 
introducción básica para 
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Artículo Especial

El protocolo familiar, es un instrumento que le proporcionará a la empresa 
familiar, un medio de protección para manejar y prevenir eficientemente los 

problemas de relación familia – empresa
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En Mexico, diariamente nos relacionamos con negocios familiares; sin embargo, en la práctica no es tan sencillo entender 
su complejidad. Su carácter familiar no solo está relacionado con su tamaño, con el tipo de dirección o con la actividad a 
que se dedica, sino con el grado de presencia y control administrativo, operativo y financiero que tengan los propietarios y 
su familia dentro de la misma.

En los últimos años, como consecuencia de la labor divulgativa que vienen realizado las instituciones empresariales y 
sociales, dando a conocer la importancia de que los miembros de las empresas familiares afronten y preparen como un 
proceso natural la continuidad generacional, muchos empresarios familiares están viviendo lo que podríamos calificar 
como una “moda” por el protocolo familiar que en ocasiones conduce a distorsiones de esta figura.

El protocolo familiar ha de ser la conclusión que se obtenga tras un trabajo en la familia, en la empresa, y en la propiedad. 
Éste ha de ser un proceso con componentes jurídicos, económicos, morales y empresariales, pero, sobre todo, es un 
proceso de trabajo psicológico y emocional con la familia que en muchas ocasiones no se tiene en cuenta en su justa 
medida, al presentarse el protocolo familiar como un documento normalizado que podríamos calificar como preparado para 
llevar. También impulsa la cultura organizacional cuya consecuencia será obtener un equilibrio trabajo, familia y propiedad.
 	
El protocolo ha de resultar la consecuencia del trabajo desarrollado en una familia empresarial regulando sus relaciones, 
hecho a la medida de la propia realidad de la familia y la empresa concreta. De ahí que en este documento se incluyan 
aquellos aspectos que se consideran más generales y aquellas preguntas que pueden ayudar a encauzar los aspectos 
familiares, ya que suele ser el factor crítico que diferencia a las empresas de éxito del resto.
 	
En definitiva, la labor a desarrollar está en obtener la cohesión, armonía y comunicación familiar en torno a la realidad de la 
empresa, haciendo compartir la visión o el sueño de futuro de los familiares, con el fin de obtener las reglas que esa familia 
se da así misma para establecer sus relaciones familia-empresa.
 	
Una vez que se van obtenido estos acuerdos interiorizados y legitimados por la familia en relación a los roles que han de 
asumir sus miembros respecto al liderazgo, propiedad, gestión, derechos económicos, etc, se solidifican sus relaciones y 
se establecen las bases de futuro que permiten afianzar la continuidad. 
 	
Estas normas, al referirse a sistemas complejos en continuo movimiento, nunca pueden ser normas inamovibles, el 
protocolo familiar ha de tener las previsiones que contengan la adaptación a la realidad del contexto familiar y empresarial 
siempre que se den las condiciones que indiquen su variación.
 	
De ahí que sea muy relevante que la labor desarrollada en la elaboración del protocolo no termine con la obtención de 
este, es especialmente importante que exista un mantenimiento de la cohesión, armonía y comunicación familiar en función 
de las necesidades de la familia y de la empresa en el futuro. De hecho, ya existen algunas empresas familiares, que, en 
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un elevado nivel de su desarrollo empresarial y familiar, han incorporado un departamento de family office dentro de su 
estructura.
 	
Como se apuntaba anteriormente, este trabajo en la construcción del protocolo familiar lleva consigo además una importante 
estructuración jurídica en aspectos fiscales, mercantiles y civiles que afectan al nivel accionarial, corporativo y operativo, 
pero que han de ser complementarios al trabajo de la cohesión familiar.
 	
En países de cultura anglosajona, los acuerdos obtenidos tras el trabajo psicológico, emocional y de comunicación familiar 
ni siquiera se escriben en un documento, las normas se asumen y se transmiten generacionalmente desde una óptica 
consuetudinaria.
 	
La inobservancia del aspecto familiar suele conducir a la obtención de un documento sin relevancia propia, en el que 
simplemente se han plasmado una serie de normas no asumidas por la familia, que no servirá para solventar las diferencias 
que pudieran surgir en la perspectiva futura de la familia y la empresa.

El protocolo familiar representa la relación firmada entre empresa y familia, con el fin de consolidar su continuidad a lo 
largo de las generaciones sucesivas defendiendo e incrementando su patrimonio. Es preventivo, ya que se realiza para 
solucionar conflictos a futuro que puedan presentarse en las relaciones empresa, familia y propiedad. 

El Protocolo Familiar debe incluir como mínimo los siguientes puntos:

1.	 Información de la familia.   Miembros de la familia firmantes del protocolo, diferentes generaciones y ramas familiares
2.	 Historia de la empresa. Breve historia de la historia empresa familiar, mencionando la trayectoria generacional y los 

hechos relevantes, así como la situación actual de la compañía.
3.	 Valores. Valores y tradición en la empresa y la familia. Visión empresarial.
4.	 Órganos de gobierno. Mencionando las funciones de cada uno: Consejo de Familia, Junta General de Accionistas, 

Consejo de Administración y Dirección General.
5.	 Incorporación a la empresa familiar. Normas y condiciones de acceso, formación, Comité de Evaluación y 

Nombramientos.
6.	 Remuneración y propiedad. Política de dividendos, valoración y transmisión de las participaciones, liquidez, normas 

de remuneración, y acceso y distribución de la propiedad.
7.	 Capitulaciones matrimoniales y política testamentaria. Regímenes económicos matrimoniales, separación y 

divorcio, usufructos, patrimonio empresarial y no empresarial.
8.	 Conducta empresarial y social. Compromiso con la responsabilidad ante los empleados, proveedores y clientes, 

directivos y ejecutivos no familiares, mantenimiento del nombre y marca comercial en relación con el familiar y 
operaciones arriesgadas.

9.	 Regula determinadas situaciones susceptibles, que ocasionan tensiones y conflictos internos entre los integrantes de 
la familia por conflictos de intereses.

La finalidad primordial del Protocolo Familiar es lograr que la Familia y la Empresa formen un solo bloque cohesionado, 
unido por lazos de afectividad, conciencia social y profesionalidad y que las normas que se establezcan resuelvan al mismo 
tiempo las inquietudes o necesidades legítimas de los miembros de la Familia. Atendiendo sobre todo a los aspectos 
relevantes de su educación como accionista, para prevenir, que aspectos puramente familiares o personales puedan 
afectar a los criterios profesionales que deben regir la gestión y dirección en sus actividades económicas.

La familia, libremente determina obligarse a cumplir tales normas y pautas de actuación firmando el protocolo, confiando 
en que, con el tiempo y por su sensatez, tales normas se conviertan y se incorporen a la tradición familiar.
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Las normas se modificarán o actualizarán atendiendo a la experiencia que resulte de su aplicación concreta, por voluntad 
expresada de la Familia y siguiendo el mecanismo previsto en este documento. Incorporando otras normas que resuelvan 
situaciones nuevas o no previstas, que vayan apareciendo como consecuencia del desarrollo natural de la Familia o de la 
Empresa y de la necesidad de adaptar cualquiera de ambas a las exigencias y circunstancias del momento.

El objetivo de los firmantes es dar al Protocolo Familiar un contenido constituyente y contractual que recoja el compromiso 
común de todos ellos sobre aspectos fundamentales. De acuerdo con este carácter, los aspectos más específicos de 
cada circunstancia que pueda acontecer en la práctica diaria y que no estén regulados en el Protocolo Familiar, deberán 
resolverse a la luz de las pautas y principios que en él se hayan establecido.

Los firmantes del Protocolo Familiar son conscientes de que, a partir de él, sus relaciones mutuas inician una etapa más 
reflexiva y formalizada, compatible con el clima de confianza y de respeto que hasta el presente han caracterizado sus 
vínculos. Este debe de contener al menos: el compromiso familiar de los miembros, el proceso de sucesión, el control 
accionario, la gobernabilidad, las carreras dentro del negocio, la estructura familiar, el código de conducta y los negocios 
de la familia fuera de la empresa familiar.

El protocolo familiar se muestra como un conjunto de normas encaminadas a regular la relación empresa-familia, y el 
establecimiento de los procedimientos donde ambos elementos intervienen como lo son la sucesión, los roles de trabajo, 
la entrada de un agente no familiar, o la institucionalización de la empresa. 

Busca contribuir a la disminución de conflictos que afecten la continuidad del negocio y deberá formularse, preferentemente, 
al nacimiento de la empresa familiar, adaptándose a las necesidades específicas de la empresa familiar.




